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I.- INTRODUCCIÓN

No tengo ninguna duda de que todos los presentes conocen lo que es la responsabilidad patrimonial de la Administración, lo que no impide que recordemos sus rasgos y características más destacados, sobre todo teniendo en cuenta la jurisprudencia actual, que va conformando esta materia día a día. 

El Estado o la Administración puede realizar inmisiones en el patrimonio de los particulares, de manera que estos se pueden ver privados de su propiedad o de parte de ella, y simplemente pueden resultar perjudicados por tales inmisiones. Es de justicia que en ambos casos se repare el daño y los perjuicios causados, para lo cual existen dos instituciones que persiguen esa finalidad, en concreto la expropiación forzosa y la reparación por vía de responsabilidad patrimonial.

En la expropiación, el despojo, la ablación patrimonial de bienes o derechos, es prevista y querida, y es, en principio, perfectamente legal, debiendo ser pagado el precio del bien expropiado, más como quiera que a consecuencia de esta actividad se puede generar en el administrado un daño, este debe ser indemnizado.
La institución de la expropiación forzosa es una manifestación del  poder que tiene la Administración para hacer cesar la propiedad privada por causa de utilidad pública o interés social, mediando la correspondiente indemnización

La idea de la responsabilidad  patrimonial responde a un mismo principio: la reparación del daño causado, pero su formulación es muy diversa, porque aquí la inmisión o actuación de la Administración, no siempre es voluntaria, legal, prevista, sino que puede consistir en una actividad administrativa o también de hecho, por parte de la Administración del Estado, regional, local o institucional, y puede ser legítima o ilegítima, normal o anormal, prevista o no prevista, querida o no, que si produce un daño que el interesado no tiene el deber jurídico de soportar, provocará, en principio, obligación de responder.
Expropiación y responsabilidad tienen un nexo común y una misma etiología: una lesión o menoscabo patrimonial que sufre el administrado a consecuencia de una actividad administrativa, “si bien, difieren entre si por la forma de producción de la lesión. 

Tratemos la responsabilidad patrimonial, que es el objeto de nuestra consideración
II.- ANTECEDENTES.

A)
Legislativos
En España no existía una previsión general sobre responsabilidad de la Administración, para indemnizar los perjuicios causados por sus actuaciones, hasta la Ley de Expropiación Forzosa de 1954. 

Con anterioridad a esta Ley solo existían previsiones concretas, de las que examinaremos algunos casos en los que se contempla la indemnización por daños, centrándonos precisamente en materia de aguas y obras públicas, sin perjuicio de que también se reconociera en otros sectores, que ahora no conviene traer a colación. 

Veamos estas indemnizaciones por daños en materia de aguas y obras pública que constituyen auténticos precedentes en la materia que tratamos: 

El examen de la legislación del siglo XIX presenta supuestos concretos de responsabilidad en esta materia. 
Así, por Real Orden de 19 de septiembre de 1845, se manda que “ningún camino ni obra pública en curso de ejecución se detenga ni paralice por las oposiciones que bajo cualquiera forma puedan intentarse con motivo de los daños y perjuicios que al ejecutar la obra se ocasionen por la ocupación de terrenos, acarreo y depósito de materiales y otras servidumbres a que están necesariamente sujetas, bajo la debida indemnización, las propiedad contiguas a las obras públicas”.

 En la misma dirección se encuentra la Instrucción de 10 de octubre de 1845 para promover y ejecutar las obras públicas, que remite para la debida indemnización a la Ley de enajenación forzosa de 17 de julio de 1836. 

3.
La Ley de Aguas de 3 de agosto de 1866, expresamente contempla la responsabilidad de los poderes públicos para caso de daños,  regulando unos supuestos en los que remite a la expropiación y otros en los que expresamente reconoce una responsabilidad por daños causados por una actividad legal, declarando la competencia de los tribunales contencioso-administrativos para conocer de los recursos contra las providencias dictadas por la Administración en cuestiones suscitadas sobre resarcimiento de daños y perjuicios a consecuencia de limitaciones y gravámenes (Art. 295). 

El Art. 224 (que contempla el aprovechamiento de las aguas públicas para el abastecimiento de los ferrocarriles) dispone que: “…podrán las empresas de ferrocarriles pedir expropiación para el exclusivo servicio de estos, y con arreglo a la Ley de expropiación forzosa, del agua de dominio particular que no esté destinada a usos domésticos”. 

Otro tanto dispone el Art. 244, referido a los molinos y otros establecimientos industriales que resulten perjudicados por la derivación de las aguas de un río o arroyo, que serán indemnizados por el concesionario de la nueva obra, si bien, a falta de acuerdo, procederá la expropiación por causa de utilidad pública. 

Pero junto a estos supuestos en que la Ley remite al instituto expropiatorio, se perfilan otros donde a cargo de los poderes públicos se declaran indemnizables los daños causados en los casos en que sean precisas la realización de obras o la derivación de aguas con objeto de evitar graves daños:

Art. 63. Regula los daños y perjuicios que habrán de indemnizar los Ayuntamientos, justificando la causa de utilidad pública, caso de alteración por éstos del curso de las aguas sobrantes de fuentes, cloacas y establecimientos públicos que hayan sido aprovechadas por los dueños de los terrenos inferiores durante 20 años. 

Art. 96. Contempla  la indemnización de pérdidas y perjuicios ocasionados a cargo del Estado, Ayuntamientos o particulares, según los casos, en los supuestos de la realización de obras provisionales o destrucción de las existentes en toda clase de predios, para contener o precaver inundaciones inminentes, obras que la Autoridad administrativa local podrá acordar bajo su responsabilidad, señalándose un 5% anual de interés, desde el día en que se causó el daño hasta que se verifique la indemnización. 

Art. 209, también contempla trata de la indemnización de perjuicios apreciables derivados de la disposición de aguas por la Autoridad o sus dependientes, en casos urgentes de incendio, inundación u otra calamidad pública, en la medida necesaria para evitar o contener el daño, siempre y cuando las aguas tuviesen aplicación industrial o agrícola, o fuesen de dominio particular. 

En cuanto al procedimiento, las reclamaciones de daños y perjuicios habían de presentarse en todo caso, ante el Jefe Político respectivo (especie de Delegados del Gobierno, antecedente de los Gobernadores Civiles) quien procuraba avenencia entre el reclamante y la parte que debía resarcir el daño, y en caso contrario, la controversia debía de ser solventada por el Consejo Provincial, con inhibición de cualesquiera otras autoridades judiciales o administrativas, que por  Ley Orgánica de la Administración Provincial de 25 de septiembre de 1863, que derogó la de 2 de abril de 1845, se constituyeron en tribunales contencioso-administrativos, atribuyéndoles la competencia para oír y fallar, cuando pasen a ser contenciosas las cuestiones relativas al resarcimiento de los daños y perjuicios ocasionados por las obras públicas (arts. 82 y 83). Empero, esta situación jurisdiccional no se prolongó más allá de 5 años, pues por Decreto-Ley de 26 de noviembre de 1868 y Decreto de 13 de octubre del mismo año, se suprimieron los Consejos Provinciales y la Sección de lo Contencioso del Consejo de Estado, declarándose que los negocios pendientes ante dicho Consejo pasarán al Tribunal Supremo de Justicia y los que estén ante los Consejos Provinciales a las Audiencias, sustanciándose según el estado en que se encuentren. 

B)
Jurisprudencia.

La jurisprudencia del siglo XIX no presenta rasgos unificadores, pues si bien por un lado aparecen resoluciones donde se refleja un criterio de responsabilidad objetiva, ajena a la idea de culpa, en otras se requiere expresamente este elemento como determinador de la responsabilidad y por ende de la indemnización, esto es, una actuación culpable de aquél a quien se imputa la causación del daño. Vamos a continuación a examinar unas interesantes resoluciones que abordan la cuestión en el sentido indicado, las dos primeras de la mano del Profesor Gallego Anabitarte, en cita literal:

Una importante sentencia de 30 de julio de 1847, del Consejo Real, dictada con ocasión de la construcción de unas aceras por el Ayuntamiento de Bilbao, consideró que esta actuación “suponía ocupación de la propiedad particular sin previa expropiación legal (pues se producía una invasión en la propiedad del vecino ocupando un espacio en el dintel de la puerta), lo cual determinaba daños y perjuicios en las casas colindantes (por reducción de la altura en la puerta de entrada en las casas), por lo cual se condenaba al Ayuntamiento a pagar los gastos de las obras necesarias a efectos de habilitar para el uso que antes tenían las puertas de las casas y además a pagar el valor del espacio ocupado en el dintel de las puertas”.
b)
En una sentencia de 1869, de sumo interés, se aborda con precisión la responsabilidad del Estado por causación de daños con motivo de obras públicas, en la cual se condena a éste y a las Corporaciones Locales a pagar los daños por haber destruido un molino que estaba causando un perjuicio a la salud pública por el estancamiento de aguas. Dice así: “Que es un principio fundamental de derecho consignado en la Constitución del Estado y en las leyes civiles que ninguno puede ser privado de su propiedad sino por causa justificada de utilidad común y previa la correspondiente indemnización   Que este principio, en cuanto por el que se reconoce el derecho a la indemnización, no solo es apreciable a los casos marcados en la Ley de 17 de julio de 1836, sobre expropiación forzosa, sino a todos aquéllos en que con motivo del bien público haya necesidad de tomar medidas más o menos urgentes con las que se perjudique a un tercero en su propiedad   Que lo es igualmente a la privación del uso y aprovechamiento de las aguas, aun cuando aquéllas se infunden motivos de salud pública, siempre que el perjudicado posea legítimamente con los requisitos establecidos en derecho”, concluyendo, que “Esta doctrina universalmente admitida, ha venido a ser sancionada por la Ley de Aguas de 3 de agosto de 1866”.
c)
La Real Orden de 2 de abril de 1879, vino a establecer, que: “Recompuesto el camino vecinal de Buen (Pontevedra), se quejó D.ª … al Ayuntamiento del perjuicio que se le había inferido, solicitando la oportuna reparación; y desestimada su instancia, apeló al Gobernador, quien reconoció que el daño era indemnizable. La municipalidad se alzó al Gobierno de esta provincia, alegando que la autoridad provincial era incompetente, pero de conformidad con el dictamen de la Sección de Gobernación, se declara que no ha lugar al recurso”. 

d)
La sentencia de 11 de febrero de 1890, imputa error a la actuación estatal, acordando indemnizar a una Comunidad de religiosas por la venta indebida de su convento: “En 1868 las religiosas Mercedarias de la Asunción de Sevilla fueron expulsadas de su convento, que vendió el Estado.   Que por haber cometido la Hacienda un evidente error al vender el mencionado edificio en perjuicio de su legitimo dueño y poseedor, procede indemnizar a éste, o sea a la Comunidad, del valor en venta que ha tenido la finca,  y que la indemnización no existiría si no se entregase a la Comunidad el valor en venta de la finca de su pertenencia con los intereses desde que el Estado realizó indebidamente la enajenación   Que de todo lo expuesto se desprende claramente que el asunto es susceptible de la vía contenciosa, y este Tribunal el único competente para conocer de éste”. 

Si de las anteriores resoluciones se desprende la declaración de responsabilidad directa del Estado o de las Corporaciones locales, no resulta, sin embargo, que esta línea jurisprudencial tuviera carácter de generalidad, antes bien, copiosa jurisprudencia pone de manifiesto la exigencia de una conducta culpable para la declaración de responsabilidad y la consiguiente indemnización. Así, 
a)
Las sentencias de 10 de julio de 1884, 12 de julio de 1877 y 12 de mayo de 1880, declaran solo indemnizables los perjuicios causados por culpa, dolo o malicia. 

b)
La sentencia de 12 de marzo de 1889, declara improcedente la indemnización por no depender el perjuicio causado de dolo, culpa o negligencia de aquél a quien se imputa. 

c)
Sentencia de 15 de junio de 1881, desestima una reclamación del Ayuntamiento de Burgos, interpuesta con ocasión de la demolición de ciertas obras de ensanche efectuadas en el puente de las Infantas de dicha ciudad, acordando indemnizar al dueño del cauce por el daño causado.

      
III.-  REGULACION ACTUAL    

A)
Antecedentes próximos
El único instrumento jurídico existente en el Código Civil para exigir la responsabilidad extracontractual, se encontraba en los artículo 1902 (responsabilidad extracontractual culposa por hechos propios) y 1903 (responsabilidad por actuaciones ajenas), planteándose, inicialmente, si estos artículos podrían servir de previsiones normativas a través de las cuales se hiciera efectiva la responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas. 

El Tribunal Supremo, en una muy antigua jurisprudencia, no entendió posible dicha solución. Y fue en el ámbito local donde, por primera vez, se reconoció la responsabilidad de algunas Administraciones Públicas con una cierta generalidad. Así ocurrió en la Constitución Republicana de 1931 y en la Ley de Bases Municipal de 10 de julio de 1935, que desarrolla la previsión constitucional. Y, después en La Ley de Régimen Local 1950-1955, en sus artículos 405 y ss. , que distinguían dos supuestos. Si las entidades locales actuaban como personas jurídicas de Derechos privado, se aplicaban los artículos 1902 y 1903 CC, como si se tratara de una responsabilidad extracontractual. Y si actuaban como personas jurídico-públicas, en la esfera de sus atribuciones respectivas, se establecía, a su vez, una diferencia según que el daño hubiere sido causado por culpa o negligencia graves, imputables personalmente a las autoridades o funcionarios en el ejercicio de sus cargos, o que no existiera tal culpa.  En el primer caso, la entidad local sólo respondía subsidiariamente, previa declaración judicial de la infracción legal cometida y con posibilidad de acción de regreso contra el funcionario por parte de la Corporación (artículo 410). Sólo en el segundo supuesto, esto es, cuando no existiera culpa o negligencia del funcionario, la entidad local respondía directamente, siempre que el daño fuera efectivo, material e individualizado. Sólo en este caso cabe hablar de una responsabilidad directa de la Administración. 

Sin embargo, son la Ley de Expropiación Forzosa (Ley de 16 de diciembre de 1954) y luego la Ley de Régimen Jurídico de la Administración del Estado, de 26 de julio de 1957), las que modifican profundamente el sistema, asentando las bases del actualmente vigente, formulando un principio integral de responsabilidad, abarcando en su seno tanto la responsabilidad derivada de expropiación, como la que responde a la responsabilidad patrimonial. 

En concreto el  Art. 121 de la Ley de Expropiación Forzosa, estableció un principio general de responsabilidad disponiendo, que “Dará también lugar a indemnización con arreglo al mismo procedimiento toda lesión que los particulares sufran en los bienes y derechos a que esta Ley se refiere, siempre que aquélla sea consecuencia del funcionamiento normal o anormal de los servicios públicos, o de la adopción de medidas de carácter discrecional no fiscalizables en vía contenciosa sin perjuicio de las responsabilidades que la Administración pueda exigir de sus funcionarios con tal motivo”
B)
Fuentes actuales. 

Sobre las bases anteriores, tiene lugar las previsiones normativas de la responsabilidad patrimonial con carácter general. En concreto:

En la Constitución

La Constitución Española (CE) contempla en cuatro artículos la responsabilidad de las Administraciones Públicas:

a)
El artículo 9. 3, junto al principio de interdicción de la arbitrariedad, establece el de responsabilidad de los poderes públicos como contrapartida a la acción de esos poderes públicos. 

b)
El artículo 106. 2 condensa el sistema de responsabilidad de las Administraciones Públicas de nuestro ordenamiento, al establecer que «Los particulares, en los términos establecidos por la Ley, tendrán derecho a ser indemnizados por toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en los casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del funcionamiento de los servicios públicos. 

c)
El artículo 149. 1. 18 hace que ese sistema de responsabilidad resulte aplicable a todas las Administraciones Públicas: el sistema de responsabilidad patrimonial es único y corresponde al Estado su regulación sustancial. 

d)
El artículo 121 consagra la responsabilidad del Estado por errores judiciales y por el funcionamiento anormal de la Administración de Justicia. Responsabilidad que es objeto de desarrollo en los artículos 292 a 297 Ley Orgánica del Poder Judicial, de 1 de julio de 1985 (LOPJ). 

2)
En la Ley de Régimen Jurídico de la Administraciones Públicas y Procedimiento Administrativo Común (LRJ y PAC), Ley 30/1992, que dedica el Título X a la responsabilidad de las Administraciones Públicas y de sus autoridades y demás personal a su servicio, dividido en dos Capítulos, el primero, artículos 139 a 144, referido a la responsabilidad patrimonial de la Administración Pública, y el segundo, artículos 145 y 146, a la responsabilidad de las autoridades y personal al servicio de las Administraciones Públicas. Algunos de los artículos integrantes de dicho Título han sido objeto de modificación por la Ley 4/1999, de 13 de enero. 

3)
El Reglamento de los Procedimientos en materia de Responsabilidad Patrimonial de las Administraciones Públicas, aprobado por RD 429/1993, de 26 de marzo, que produce el desarrollo reglamentario. 

4)
Y debe tenerse en cuenta, también, el artículo 97 del Texto Refundido de la Ley de contratos de las Administraciones Públicas, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de junio, que se refiere a la responsabilidad de los contratistas. 

Conforme a dichas normas, las Administraciones Públicas responden de toda lesión que sufran los particulares en cualquiera de sus bienes y derechos que suponga un daño efectivo, individualizado y evaluable económicamente, que sea imputable a una de dichas Administraciones por el ejercicio de su actividad (imputación que puede ser por el funcionamiento normal o anormal de los servicios públicos y que puede proceder tanto de un hecho como de un acto administrativo), sin referencia alguna a la idea de culpa, siempre que medie una relación de causalidad entre el hecho o el acto y el daño producido y se reclame en el plazo de un año. Sólo la fuerza mayor como evento imprevisible, externo y ajeno al servicio, probada por la Administración, exonera a ésta dándose las demás circunstancias. 

En definitiva como ha señalado el TS, sólo hace falta una actividad administrativa — por acción u omisión— , un resultado dañoso y una relación de causa a efecto entre aquélla y éste, incumbiendo la prueba a quien reclama. 

Pero no cualquier daño genera responsabilidad. Hace falta que aquél pueda calificarse como lesión, que es daño producido al particular que éste no tenga el deber jurídico de soportar de acuerdo con la Ley. Y no existe la obligación de soportar el daño cuando no haya causas justificativa, legalmente previstas, que impongan el citado deber de tolerarlo. 

C)
Doctrina jurisprudencial.

Establecidas las normas, son aplicadas e interpretadas por la jurisprudencia.
Una STS de 27 de junio de 2006 señala los siguientes requisitos para la exigencia de responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas: 

1)
La efectiva realidad del daño o perjuicio, evaluable económicamente e individualizado en relación a una persona o grupo de personas. 

2)
Que el daño o lesión patrimonial sufrida por el reclamante sea consecuencia del funcionamiento normal o anormal — es indiferente la calificación—  de los servicios públicos en una relación directa e inmediata y exclusiva de causa a efecto, sin intervención de elementos extraños que pudieran influir, alterando, el nexo causal. 

3)
Ausencia de fuerza mayor
4)
Que el reclamante no tenga el deber jurídico de soportar el daño cabalmente por su propia conducta. 

En parecidos términos se pronuncia una STS de 20 de junio de 2007: la jurisprudencia viene exigiendo para que resulte viable la reclamación de responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas, que el particular sufra una lesión en sus bienes o derechos que no tenga obligación de soportar y que sea real, concreta y susceptible de evaluación económica; que la lesión sea imputable a la Administración y consecuencia del funcionamiento normal o anormal de los servicios públicos y que, por tanto, exista una relación de causa a efecto entre el funcionamiento del servicio y la lesión, sin que ésta sea producida por fuerza mayor (SS. 3 de octubre-2000, 9 de noviembre de 2004, 9 de mayo de 2005 y 11 de abril de 2006). 

IV.- CARACTERES DEL SISTEMA.

En síntesis, pueden señalarse como caracteres del sistema:
1.
Es un sistema unitario de responsabilidad, en cuanto rige para todas las Administraciones Públicas (estatal, autonómica, local e institucional)  y de comprender también los daños extracontractuales causados con motivo de actuaciones realizadas tanto en el ámbito de relaciones públicas como en el de las privadas (Art. 142.6 y 144 de la LRJPAC), pues en ambos casos responde la Administración Pública. Dentro de este sistema unitario se reconoce sin embargo a las CCAA la competencia para aprobar normas de carácter procedimental cuando los Estatutos les atribuyan competencia en esta materia (Art. 1.2 del RRP).

2.
Constituye un régimen general en la medida en que se refiere a toda la actividad administrativa, sea de carácter jurídico o puramente fáctico, y tanto por acción como omisión. 

3.
Es un sistema de responsabilidad directa, de modo que la Administración cubre directamente, y no sólo de forma subsidiaria, la actividad dañosa de sus autoridades y funcionarios, sin perjuicio de la posibilidad de ejercitar luego la acción de regreso cuando aquéllos hubieran incurrido en dolo culpa o negligencia grave

4.
Es un régimen de carácter objetivo que, por tanto, prescinde de la idea de culpa, por lo que no es preciso demostrar su existencia, sino únicamente la realidad de una lesión imputable causalmente a la Administración de que se trata. No es necesario identificar al agente culpable, pero sin que ello constituya a la Administración Pública en una especie de aseguradora universal pues no se ha propuesto el legislador establecer la socialización plena de los riesgos de la vida colectiva.

5.
Tiende a lograr la reparación integral de la lesión. 

6.
Establece la unidad jurisdiccional, atribuyéndose la competencia a la Jurisdicción contencioso-administrativa, puesto que incluso cuando las Administraciones Públicas actúen en régimen de Derecho privado su responsabilidad debe exigirse conforme a la regulación de la LRJ y PAC. 

Así pues la jurisdicción competente es sin duda  la contencioso administrativo, ejercida por los Juzgados de lo contencioso administrativo cuando la cuantía de la reclamación no sobrepase 30.050 Euros, y con recurso de apelación que resuelven las Salas de lo Contencioso Administrativo de los correspondiente TSJ si la cuantía excede de 3 millones de Ptas., y si no excede no cabe recurso. Cuando la cuantía de la reclamación sobrepasa los 30.050 Euros, conocen en primera instancia las indicadas Salas de lo Contencioso Administrativo, con posible recurso de casación ante el TS si la cuantía alcanza la cifra de los 25 millones de Ptas. 

No hay que olvidar que hasta hace relativamente poco tiempo se ha venido manteniendo una gran polémica jurisprudencial, sobre jurisdicción competente, ya que era posible someter estas  reclamaciones ante los órganos de la jurisdicción civil, e incluso ante la laboral, cuestión ahora zanjada por una también reiterada jurisprudencia tanto de la Sala Tercera del Tribunal Supremo como de la Sala de Conflictos. Todo ello se traduce que en la actualidad corresponde en exclusiva la competencia sobre responsabilidad patrimonial, incluida la sanitaria, a la jurisdicción contencioso-administrativa y sus tribunales, de manera que ya, en principio, no es posible su resolución ni por la jurisdicción civil, ni por la laboral.

V.- REQUISITOS. 
Para que surja la responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas deben concurrir varios requisitos:

Requisito subjetivo: que el daño lo haya sufrido un particular –persona física o jurídica-. El término “particulares” es utilizado tanto por el Art. 106.2 de la CE como por el Art. 139.1 de la Ley 30/1992. Sin embargo, después de una serie de vacilaciones doctrinales y jurisprudenciales, está hoy aceptado que dicho término incluye también a los funcionarios públicos y a las Administraciones Públicas,  si bien ha matizado el Consejo de Estado que esa legitimación de las Administraciones Públicas para reclamar contra otras por la vía de la responsabilidad patrimonial, se da cuando la Administración reclamante comparezca “como un particular más”, en defensa de sus propios intereses y con aplicación de las mismas reglas jurídicas que protegen en nuestro ordenamiento los patrimonios de terceros frente a los daños sufridos como consecuencia del llamado giro o tráfico de la Administración Pública, resultando difícil justificar esa legitimación cuando la Administración reclamante ha actuado en los hechos que están en el origen de la reclamación, como persona de derecho público y no como sujeto pasivo de una lesión que haya sido directamente inferida por otra Administración (así se expone en la Memoria del Consejo de Estado del año 2002). Resta añadir que la imputación de la responsabilidad patrimonial podrá ser a cualquiera de las Administraciones públicas.

Requisitos objetivos:

1)
Lesión: daño antijurídico y cargas generales. 

Que el particular haya sufrido lesión en sus bienes o derechos, no siendo identificable el concepto de “lesión” con el de “perjuicio patrimonial”, ni con el de “daño”, pues no todo daño constituye lesión sino aquel daño que tiene origen en una lesión antijurídica, teniendo tal carácter aquellos daños que el particular no tiene, de acuerdo con la Ley, el deber jurídico de soportar. No tienen la consideración de daño las cargas generales o comunes de los ciudadanos (Art. 139.1 de la LRJPAC). Por ejemplo los impuestos o las sanciones.
La concurrencia de responsabilidad patrimonial se articula, pues, en torno a dos aspectos. Primero, que la ley no establezca expresamente el deber jurídico de soportar el daño (antijuridicidad) y, segundo, que no se trate de una carga general que el ciudadano deba soportar como consecuencia de su inserción en la sociedad. Así parece considerarlo la STS de 29 de octubre de 1998.

Al respecto conviene tener en cuenta los conceptos de daño antijurídico y cargas generales.
Daño antijurídico. El sistema español de responsabilidad patrimonial de la Administración se centra en el concepto de lesión, entendida como daño antijurídico. Para que la lesión sea resarcible es preciso que el sujeto que lo sufre no tenga el deber jurídico de soportarlo porque no existan causas de justificación, expresamente previstas en la Ley, que lo legitimen. Por tanto, con carácter general, no son indemnizables las obligaciones impuestas por la Ley. 
Cargas generales. Para analizar el requisito de la antijuridicidad del daño, el concepto de «cargas generales de la vida social» es un concepto clave. 

La Administración, al ejercitar sus potestades y prerrogativas legalmente definidas en satisfacción del interés general, puede imponer a los ciudadanos obligaciones y cargas que éstos deben soportar sin compensación alguna. Los casos más paradigmáticos son los impuestos y las sanciones. Existen  unas actuaciones de la Administración, perfectamente lícitas, que los administrados deberán soportar, sin que de ellas se derive responsabilidad alguna para la Administración Pública.

Estas cargas generales de la vida individual y colectiva, de las que nadie puede estar liberado, pueden legitimar el perjuicio causado y, por tanto, excluyen la responsabilidad de la Administración evitando así que se desborde por una mala inteligencia del carácter objetivo con el que está configurada. No hay antijuridicidad ni daño antijurídico.

Particularmente descriptivo es el Dictamen del Consejo de Estado de 8 de julio de 1971 al señalar que «los daños causados por el normal funcionamiento de los servicios públicos son, por lo común, cargas no indemnizables que los administrados tienen el deber jurídico de soportar a causa de su generalidad; sin embargo, cuando la carga pasa de ser general a singular y entraña un sacrificio excesivo y desigual para algunos de los administrados, se convierte en una lesión indemnizable en razón a la particular incidencia dañosa de la actividad administrativa, sobre el patrimonio del perjudicado. 

La diferencia entre el concepto de «lesión antijurídica» y la expresión «cargas generales» se establece con toda claridad en el Dictamen del Consejo de Estado 464/1995, de 16 de marzo, según el cual «la primera de estas nociones identifica ciertos perjuicios que son singular e individualizadamente causados a determinadas personas o entidades como consecuencia de una determinada actuación administrativa y que aquéllas no están obligadas a soportar. Por el contrario, las cargas generales se refieren a las molestias o perjuicios que el funcionamiento de los servicios administrativos pueden originar, con carácter general e indiscriminado, a todos o a un grupo genérico de ciudadanos y que, siendo consecuencia de los fines públicos y colectivos a que responden los aludidos servicios, los ciudadanos afectados deben soportar. 

Una sentencia de la Audiencia Nacional aprecia la concurrencia de un interés público derivado de la vida en sociedad: “la necesidad de unos mejores servicios públicos con unas carreteras que faciliten una fluida comunicación en las grandes ciudades. En estos casos el interés público, demanda la construcción de las vías de circunvalación… que faciliten los accesos y salidas de la capital…, facilitando un tráfico más fluido y rápido... En consecuencia, el perjuicio que han sufrido los recurrentes no tiene el carácter de sacrificio indemnizable, pues la construcción obedece a circunstancias justificadas y fundadas en razones de interés público» 

Retomando el tema del daño, una STS de 11 de abril de 2006 recuerda que la jurisprudencia viene exigiendo para que resulte viable la reclamación de responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas, que el particular sufra una lesión en sus bienes o derechos que no tenga obligación de soportar y que sea real, concreta y susceptible de evaluación económica; que la lesión sea imputable a la Administración y consecuencia del funcionamiento normal o anormal de los servicios públicos y que, por tanto, exista una relación de causa a efecto entre el funcionamiento del servicio y la lesión, sin que ésta sea producida por fuerza mayor (SS 3-10-2000, 9-11-2004, 9-5-2005). 

2)
Que el daño sea real y efectivo (Art. 139.2 de la LRJPAC) esto es real, no especulativo, potencial ni meramente posible, que comprende tanto el daño emergente como el lucro cesante, y además efectivo, lo que reclama la prueba del mismo a cargo de quien formula la reclamación. Además, el daño debe ser valorable económicamente, incluyéndose toda clase de daños, entre ellos los de carácter moral, e individualizado en relación a una persona o grupo de personas (Art. 139 n.º 2, in fine, de la LRJPAC).

3)
Que el daño sea consecuencia del funcionamiento normal o anormal de los servicios públicos (Art. 139.1 LRJPAC), concepto que hace referencia a la actividad administrativa, al giro o tráfico administrativo, al hacer, actuar o no hacer de la Administración, con inclusión de las actividades de la Administración sometidas a Derecho privado (Art. 144 LRJPAC). Lo decisivo es la integración del agente causante del daño en la organización administrativa, pues si este opera al margen de sus funciones, se excluye la imputación a la Administración. 

Los criterios de imputación de la actividad dañosa remiten a las características de la función administrativa que produce el daño. La Ley 30/92 dice que el funcionamiento de las Administraciones Públicas puede ser:

Anormal, cuando se detecta en la actividad de la Administración un elemento de culpabilidad o negligencia, sin ser necesaria la prueba, o cuando existe un ilícito o ilegalidad de la administración.

Normal, cuando no hay culpa o ni negligencia; habrá responsabilidad siempre que se causa un daño que el perjudicado no está obligado a soportar. Se identifica esto con el caso fortuito: acontecimientos que se producen a lo largo de la actividad administrativa, previsibles, pero que no se han podido evitar.

4)
Que no se trate de un caso de fuerza mayor (arts. 106.2 de la CE, 292.1 de la LOPJ y 139.1 de la Ley 30/92) Por tal se entienden los acontecimientos imprevisibles o inevitables, aún previsibles, pues en tal caso se considera que la lesión no es consecuencia del giro administrativo.  

5)
Que medie relación de causalidad entre el funcionamiento de la Administración y el daño, relación que, en una inicial interpretación jurisprudencial, se exigió que fuese inmediata y directa, pero que, en una fase más reciente de aquélla, incluye asimismo supuestos en que la relación es mediata o indirecta. Tal relación no existe en aquellos casos en que el daño es atribuible exclusivamente a la propia conducta de la víctima. Cuando las acciones y responsabilidades sean concurrentes, ello podrá tener su repercusión en la fijación de la cuantía de la reparación. El artículo 295 de la LOPJ excluye la indemnización cuando el anormal funcionamiento de los servicios tuvo por causa la conducta dolosa o culposa del perjudicado.

VI.-  RESPONSABILIDAD DEL ESTADO LEGISLADOR
1) Derecho Interno.

Un supuesto específico de responsabilidad patrimonial es el recogido en el artículo 139. 3 LRJ y PAC que se refiere precisamente a la responsabilidad patrimonial del Estado legislador o responsabilidad derivada de actos legislativos. 

El citado precepto (Principios de la responsabilidad) establece:

«3. Las Administraciones Públicas indemnizarán a los particulares por la aplicación de actos legislativos de naturaleza no expropiatoria de derechos y que éstos no tengan el deber jurídico de soportar, cuando así se establezca en los propios actos legislativos y en los términos que especifiquen dichos actos». 

Es el Tribunal Supremo el que inicia el camino para reconocer la responsabilidad patrimonial del Estado por acto legislativo y en la mente del legislador (LRJ y PAC) la responsabilidad por actos legislativos depende de lo que al respecto dijeran los propios actos legislativos. 

Pero, pese a la redacción del precepto, el TS, en su jurisprudencia, no atiende a si el acto legislativo recoge o no expresamente la indemnización sino al hecho de que «el daño consista en un sacrificio especial e imprevisible para alguna o algunas personas, con quebrantamiento de los principios de confianza legítima, buena fe, seguridad jurídica y equilibrio de las prestaciones».  Finalmente, el Tribunal Constitucional, aunque tímidamente, se proyectó sobre esta misma línea doctrinal (sentencia 28/1997, de 13 de febrero).
Los primeros pleitos derivaron de demandas de jueces y magistrados y otros funcionarios (Catedráticos) por supuestos perjuicios derivados del adelanto de la edad de jubilación, que fueron denegadas, siendo seguidas por otras presentadas por Agentes de Aduanas, también denegadas, o armadores de buques de pesca con motivo de los perjuicios causados por la entrada en la Unión Europea, algunas de las cuales fueron aceptadas. También en el ámbito autonómico, han sido ejercitadas acciones por razón de la implantación de medidas de protección ambiental en zonas determinadas, al establecer limitaciones de edificación o uso a las fincas ubicadas dentro de las zonas protegidas. O las demandas presentadas como consecuencia de las restricciones de riego, impuestas por causa de la sequía, en el acuífero de Montiel, con desigual suerte, siendo las primeras sentencias estimatorias cambiándose después el criterio al denegar las reclamaciones. 

La STS de 18 de mayo de 2006 aprecia la responsabilidad patrimonial del Estado en relación con el gravamen complementario de la Tasa Fiscal sobre el Juego, como consecuencia de la inconstitucionalidad de la Ley 5/1990, de 29 junio, apareciendo la antijuridicidad del daño causado por el desembolso de determinadas cantidades en concepto de gravamen complementario sobre la tasa de juego, pues tal abono se produjo exclusivamente en virtud de lo dispuesto por el artículo 38. 2. 2 de la Ley 5/1990, de 29 de junio, declarado inconstitucional por Sentencia del Tribunal Constitucional 173/1996, de 31 de octubre, de manera que quienes lo efectuaron no tenían el deber de soportarlo.

Puede resaltarse un caso singular, aún no planteado y por tanto no resuelto, cual es del de los caudales ecológicos. El Art. 59.7 del TRLA desde 1999 dispone que “los caudales ecológicos o demandas ambientales no tendrán el carácter de uso a los efectos de este artículo y siguientes, debiendo considerarse como una restricción que se impone con carácter general a los sistemas de explotación. En todo caso se aplicará también a los caudales medioambientales la regla sobre supremacía de uso para abastecimiento de poblaciones. Los caudales ecológicos se fijarán en los Planes Hidrológicos de cuenca”. Así pues, salvo los caudales de abastecimiento, como excepción, la Ley obliga a atender con primacía a los caudales ecológicos, y por tanto, solo con lo que quede, se atenderán a los usos y demandas tradicionales. Al tener rango de ley esta imposición, debe prevalecer sobre otras normas, incluidos los Planes Hidrológicos aprobados por Decretos o incluso por Ordenes. Este respeto debido a los caudales ecológicos, al parecer se viene incumpliendo. Y aún más, el RD  907/07 que aprueba el Reglamento de Planificación Hidrológica, establece en su Art. 18.3 que “el proceso de implantación del régimen de caudales ecológicos se desarrollará conforme a un  proceso de concertación que tendrá en cuenta los usos y demandas actualmente existentes y su régimen concesional así como las buenas prácticas”.   Se plantea la posible contradicción de este precepto con el antes citado de la Ley de Aguas, problema a resolver en su momento por los Tribunales.
2) Derecho comunitario europeo

El principio de responsabilidad por acto legislativo surge, también, en el ámbito del Derecho comunitario. 

El Tratado CE no proclama expresamente la responsabilidad de los Estados miembros por incumplimiento de las obligaciones comunitarias. El artículo 288 (antiguo Art. 215) se limita a reconocer, junto a la responsabilidad contractual de la Comunidad, la responsabilidad extracontractual de ésta, en virtud de la cual la Comunidad debe reparar los daños causados por sus instituciones y por sus agentes en el ejercicio de sus funciones, de conformidad con los principios generales comunes a los Derechos de los Estados miembros. 

Pero el artículo 249 (antiguo Art. 189) del Tratado constitutivo de la Comunidad Europea, proclama el carácter obligatorio de los reglamentos comunitarios, los cuales son directamente aplicables en cada Estado miembro. Este carácter obligatorio se extiende a las directivas, las cuales obligan al Estado miembro destinatario en cuanto al resultado que deba conseguirse, dejando, sin embargo, a las autoridades nacionales la elección de la forma y de los medios. Las decisiones son obligatorias en todos sus elementos para todos sus destinatarios. Las recomendaciones y los dictámenes no son vinculantes. Y de este principio de obligatoriedad establecido en el Tratado infiere el Tribunal de Justicia el principio de responsabilidad frente a particulares por violaciones del Derecho comunitario. 

En la sentencia de 25 de julio de 1991 (asunto Factortame), el Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas (TJCE, en adelante) señala que los Estados están obligados a reparar los daños causados a los particulares por las violaciones del Derecho comunitario cuando concurran tres requisitos: que el resultado prescrito por la Directiva implique la atribución de derechos a favor de particulares, que el contenido de estos derechos pueda identificarse basándose en la Directiva y, finalmente, que exista relación de causalidad entre el incumplimiento de la obligación que incumbe al Estado y el daño sufrido por los afectados. 

La sentencia de 5 de marzo de 1996 (Brasserie du pêcheur), siguiendo la doctrina iniciada en la sentencia Factortame, declara que en el Derecho comunitario impone el principio de que los Estados miembros están obligados a reparar los daños causados a los particulares por las violaciones del Derecho comunitario que les sean imputables. El Tribunal se remite a la sentencia Francovich y otros para recordar que en la misma ya se estableció el principio de la responsabilidad patrimonial del Estado por violaciones del Derecho comunitario inherentes al sistema del Tratado. 

En esta sentencia se conecta la responsabilidad extracontractual de los Estados miembros con la responsabilidad extracontractual de la Comunidad. Se afirma, en efecto, que la protección de los derechos que los particulares deducen del Derecho comunitario no puede variar en función de la naturaleza nacional o comunitaria de la autoridad que origina el daño. 

Esta jurisprudencia comunitaria ha sido objeto de pronta recepción por la Sala Tercera del Tribunal Supremo. La sentencia de 10 de febrero de 1997, se refiere al carácter obligatorio de las directivas en cuanto a los resultados, al contrario de lo que ocurre con los reglamentos, directamente aplicables, sin perjuicio de la eficacia directa vertical de las directivas en determinadas circunstancias, que fundamentan el derecho del particular a invocarlas e impiden al Estado miembro sustraerse a las obligaciones impuestas. La sentencia añade que la obligación del Estado de ejecutarlas mediante la adopción de las disposiciones internas necesarias no resulta suprimida, sino agravada incluso cuando la Directiva no tiene los requisitos que la hacen directamente aplicable, lo que determina que el Tribunal de Justicia en la trascendente sentencia Francovich y otros reconociera la responsabilidad y la reparación a cargo del Estado para garantizar la plena eficacia de la norma comunitaria.
VII.-  RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO JUEZ
El ejercicio de la acción indemnizatoria en este ámbito se reconduce a tres supuestos en función del concreto título de imputación en que se ampare: error judicial, prisión provisional indebida y anormal funcionamiento de la Administración de Justicia. 

El error judicial, que supone la existencia de la resolución judicial firme que es injusta o equivocada, viciada de un error patente y que incluso ha provocado conclusiones fácticas o jurídicas que son ilógicas o irracionales. Es siempre imputable al juez o magistrado, que en su actuación ha incurrido en error que se plasma en Sentencia. La petición de responsabilidad debe ir precedida por la resolución del tribunal, que declare la existencia del error, y para obtener esto es preciso haber agotado todas las vías. Con esa petición ya se puede plantear una petición de responsabilidad ante el Ministerio de Justicia.

El funcionamiento anormal de la Administración de Justicia: implica defectos en la actuación de los juzgados y tribunales (entendidos como un complejo orgánico en el que se integran diversas personas, servicios, medios y actividades). El daño puede haber sido causado por todas las persona que intervienen en la tramitación del procedimiento. No hace falta que se declare nada; la reclamación se planteará directamente ante el Ministerio de Justicia.

El último caso de reclamación de responsabilidad de la Administración es el de prisión preventiva improcedente; en este caso se pueden dar dos supuestos:

Cuando se demuestra la inexistencia del hecho imputado.

Cuando se demuestra la no participación del sujeto en los hechos delictivos.

VIII.-  ACCIÓN DE RESPONSABILIDAD. PROCEDIMIENTOS.
La LRJ y PAC articula una única vía o procedimiento, con independencia de que la responsabilidad patrimonial derive de un hecho o de un acto administrativo. 

El procedimiento administrativo en materia de responsabilidad se regula, en lo que se refiere a sus principios, en los arts. 142 y 143 de la Ley 30/1992 que se refieren respectivamente al procedimiento ordinario y al abreviado. El Real Decreto 429/1993 de 26 de marzo, desarrolla sendos procedimientos, y es de aplicación para todas las Administraciones Públicas, por ser la materia de responsabilidad administrativa una competencia exclusiva del Estado (Art. 148.1.18 de la Constitución Española); sin perjuicio de las especialidades procedimentales que pudieran establecer las Comunidades Autónomas con competencia normativa en el área que nos ocupa.

El procedimiento general se iniciará de oficio o por reclamación de los interesados. En la reclamación a instancia del interesado, deberán especificarse las lesiones producidas, la relación de causalidad entre éstas y el funcionamiento del servicio público, la valoración económica y el momento en que la lesión se produjo; se acompañarán cuantas alegaciones y documentos se estimen oportunas y de la proposición de prueba. 

Si se admite la reclamación el procedimiento se impulsará de oficio y se realizarán los actos de instrucción necesarios conforme a la Ley 30/1992; práctica de pruebas, informes, etc. En cualquier momento del procedimiento anterior a la audiencia, se podrá acordar con el interesado la terminación convencional del procedimiento. Instruido el expediente, se le pondrá de manifiesto al interesado a los efectos del trámite de audiencia. Concluido éste último, el instructor propondrá que se recabe, cuando sea preceptivo, el dictamen del Consejo de Estado u órgano consultivo de la Comunidad Autónoma.

El procedimiento termina mediante resolución del órgano competente, la cual se pronunciará sobre la relación de causalidad y, en su caso, sobre la valoración del daño y la cuantía de la indemnización.

El procedimiento abreviado procede cuando a la vista de las actuaciones del procedimiento general, el órgano instructor entienda que son inequívocas la relación de causalidad, la valoración del daño y la cuantía de la indemnización. El acuerdo de iniciación de este procedimiento se notificará a los interesados, junto con relación de los documentos obrantes, y se les concederá un plazo máximo de cinco días para formular alegaciones y presentar documentos. Durante este plazo, también se podrá concluir el procedimiento de forma convencional. En su caso, se solicitará el dictamen preceptivo y por último concluye el procedimiento mediante resolución, en los términos anteriormente indicados.

En otro orden de cosas; cuando las Administraciones Públicas actúan en relaciones de Derecho privado, responderán directamente de los daños y perjuicios causados por el personal que se encuentre a su servicio, considerándose la actuación del  mismo, actos propios de la Administración bajo cuyo servicio se encuentre. La responsabilidad se exigirá de conformidad con lo previsto en los arts. 139 y ss., según proceda.

En los procedimientos de responsabilidad patrimonial, si recae resolución expresa ésta agota la vía administrativa y será recurrible ante la jurisdicción contencioso-administrativa. Si no recayere resolución expresa en el plazo de seis meses desde que se inició el procedimiento o el que resulte en su caso de añadirles un período extraordinario de prueba se podrá, asimismo, entender desestimada la solicitud de la indemnización a efectos de interponer el correspondiente recurso contencioso-administrativo, con aplicación del nuevo régimen de los artículos 43 y 44 LRJ y PAC. 

El plazo para iniciar la reclamación prescribe al año de producido el hecho o acto que motive la indemnización o de manifestarse su efecto lesivo (Art. 142. 5 LRJ y PAC); plazo que sólo cede en caso de daños personales de carácter físico o psíquico, en los que dicho plazo de prescripción comienza a computarse desde la curación o determinación del alcance de las secuelas, y cuando el daño proceda de actos, supuesto en el que el plazo comienza al año de haberse dictado la Sentencia definitiva.  La STS de 28 de junio de 2006 se refiere a dicho plazo para el ejercicio de acción en supuesto de daños continuados. 

Por otro lado,  como se indica en la sentencia de 11 de mayo de 2004, la jurisprudencia ha distinguido entre daños permanentes y daños continuados, entre otras, las siguientes sentencias de 12 de mayo de 1997, 26 de marzo de 1999, 29 de junio del 2002 y 10 de octubre del 2002, según la cual, por daños permanentes debe entenderse aquellos en los que el acto generador de los mismos se agota en un momento concreto aun cuando sea inalterable y permanente en el tiempo el resultado lesivo, mientras que los continuados «son aquellos que, porque se producen día a día, de manera prolongada en el tiempo y sin solución de continuidad, es necesario dejar pasar un período de tiempo más o menos largo para poder evaluar económicamente las consecuencias del hecho o del acto causante del mismo. Y por eso, para este tipo de daños, «el plazo para reclamar no empezará a contarse sino desde el día en que cesan los efectos», o como señala la sentencia de 20 de febrero de 2001, en estos casos, para el ejercicio de la acción de responsabilidad patrimonial el «dies a quo» será aquél en que se conozcan definitivamente los efectos del quebranto (sentencias, entre otras, de 8 de julio de 1993, 28 de abril de 1997, 14 de febrero de 1994, 26 de mayo de 1994 y 5 de octubre de 2000)». 

Apelando a un ejemplo, el perjuicio invocado se atribuye a la ocupación temporal de una finca con ocasión de la construcción de una autovía, concepto que en sí mismo supone una permanencia en el tiempo que no resulta indiferente para la existencia del perjuicio, pues el mismo viene constituido por la ocupación y por lo tanto subsiste mientras la ocupación permanece en cualquiera de sus formas, que en este caso fueron la utilización como estacionamiento de maquinaria, vertido de tierras y escombros y habilitación de caminos o desvíos, de manera que no puede establecerse como dies a quo la fecha de 5 de junio de 1997 en la que Construcciones Vera denunció ante la Dirección General de Carreteras la ocupación de la finca, pues se reconoce que la misma continuaba ocupada, al menos por los vertidos, al momento de la reclamación de 6 de abril de 1999, en la que incluso se indica, como señala la sentencia de instancia, que la situación no había cambiado desde aquella fecha anterior, lo que supone la persistencia de la ocupación. 

IX.-  ACCIONES DE REPETICIÓN 

La acción de repetición de que disponen las Administraciones Públicas frente a sus funcionarios o frente a terceros causantes de las lesiones a particulares que ellas han indemnizado con anterioridad no tendría por qué plantear problemas conceptuales. El artículo 1904 del Código Civil establece, con generalidad, que quien paga el daño causado por sus dependientes puede repetir de éstos lo que hubiese satisfecho. Se hace preciso saber en qué casos nace un derecho de repetición a favor de las Administraciones Públicas en materia de responsabilidad patrimonial y, nacido éste, cuales sean los mecanismos legales pertinentes para hacerlo efectivo. 

1.- Casos posibles.
Puede ocurrir que, entre el particular lesionado y la Administración responsable, se encuentren personas interpuestas a quienes quepa imputar el hecho causante de la lesión, en todo o en parte. Ello sucede en cuatro supuestos:

1) En los contratos y concesiones administrativas.
2) Cuando el servicio publico ha funcionado de modo anormal por culpa o negligencia de los funcionarios gestores del mismo.
3) Cuando diversas Administraciones Públicas concurren en la prestación del servicio que ha causado el daño.
4) Cuando concurre un tercero en la producción del mismo. 
Los  cuatro supuestos generan una acción de repetición a favor de la Administración Pública titular del servicio. 

1.1.- Contratistas y concesionarios 

Responden éstos de los daños y perjuicios que causen a terceros, salvo que aquéllos procedan de una orden de la Administración o de un proyecto elaborado por ella en el contrato de obras o en el suministro de fabricación (artículos 97, 161.c), 211.2, 219, 238 y 243 del Texto Refundido de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas de 16 de junio de 2000, modificado por la Ley reguladora del contrato de concesión de obras públicas, de 24 de mayo de 2003). El artículo 1.3 del Reglamento de los Procedimientos de las Administraciones Públicas en materia de responsabilidad patrimonial, de 26 de marzo de 1993, indica que “en todo caso se dará audiencia al contratista, notificándole cuantas actuaciones se realicen en el procedimiento, al efecto de que se persone en el mismo, exponga lo que a su derecho convenga y proponga cuantos medios de prueba estime necesarios”. 

Aunque las empresas contratistas o concesionarias de obras o servicios públicos no sean partes integrantes de la Administración, en cuanto personas jurídicas diferenciadas, en cambio sí forman parte del llamado giro o tráfico administrativo los contratos y las concesiones de obras y servicios. La Administración, por el hecho de contratar una obra pública o conceder la explotación de un servicio público, no pierde su titularidad ni sus potestades sobre los mismos, lo que establece el nexo causal entre ella y los daños ocasionados por el servicio concedido o contratado, sin perjuicio de repetir el importe de la indemnización frente al contratista o el concesionario siempre que proceda. 

1.2.- Agentes propios 

El modo habitual de actuación administrativa es la de gestión directa de los servicios a su cargo, sin interposición de contratistas ni concesionarios. Por lo común, es la organización propia de la Administración la que gestiona los servicios públicos y, por tanto, la que en su caso produce y responde de los daños que originen los mismos. Los funcionarios y demás agentes que integran la organización administrativa imputan a ésta sus actos de gestión. En la categoría de agentes de la Administración, se incluyen todas las personas físicas que componen el organigrama de la Administración actuante, entre los cuales las autoridades y los funcionarios públicos ocupan un destacado lugar. Cuando éstos actúan en su condición de agentes públicos, es la Administración quien responde de sus conductas lesivas hacia los administrados. 

“Los particulares exigirán directamente a la Administración Pública correspondiente las indemnizaciones por los daños y perjuicios causados por las autoridades y personal a su servicio”, reza el artículo 145.1 de la LRJPAC. El precepto alcanza a todas las Administraciones Públicas, sean territoriales, institucionales o corporativas. 

El dato a tener en cuenta es la inserción del agente en una organización administrativa a la que quepa imputar su actividad. Si esa integración existe y, por tanto, el agente ha ejercitado potestades propias del ente administrativo al que pertenece, se está en presencia de un servicio público susceptible de imputación causal. En el mismo sentido, el artículo 144 de esa misma Ley añade que “cuando las Administraciones Públicas actúen en relaciones de derecho privado, responderán directamente de los daños y perjuicios causados por el personal que se encuentre a su servicio, considerándose la actuación de los mismos actos propios de la Administración bajo cuyo servicio se encuentre. La responsabilidad se exigirá de conformidad con lo previsto en los artículos 139 y siguientes de esta Ley”. Este precepto viene a equiparar, sin establecer diferencias, el régimen jurídico de la responsabilidad administrativa tanto en sus actuaciones de derecho público, como en las regidas por el derecho privado. 

Hasta la publicación de la Ley 4/1999 la doctrina y la jurisprudencia habían propuesto interpretaciones del artículo 145 de la Ley 30/1992 según las cuales el particular perjudicado podía reclamar indistintamente del funcionario que había causado el daño o de la Administración a la cual aquél pertenecía. La nueva redacción que al citado artículo dio la citada ley de 1999 ha excluido tal posibilidad, de modo que, a partir de entonces, no cabe otra acción que la directa frente a la Administración. Ahora bien, según indica el propio artículo 145 en su párrafo 2º, “la Administración correspondiente, cuando hubiese indemnizado a los lesionados, exigirá de oficio a sus autoridades y demás personal a su servicio la responsabilidad en que hubieren incurrido por dolo, culpa o negligencia graves, previa instrucción del procedimiento reglamentario que se establezca”. En esta nueva versión, lo que antes era una facultad de la Administración titular del servicio –el ejercicio de la acción de repetición frente al funcionario culpable-, ha pasado a ser una obligación ejercitable de oficio. La reforma ha convertido en obligatorio el ejercicio de la repetición en los casos en que la irregular conducta del agente sea la causante del daño al tercero y apunta, para mayor precisión, algunos criterios para individualizar dentro de esa responsabilidad: el resultado dañoso producido, la existencia o no de intencionalidad, y la responsabilidad profesional del agente. 

Con ello, se cierra el círculo de la responsabilidad de los agentes propios que las Administraciones a que pertenecen están obligadas a exigir. Y todo ello, sin perjuicio de la responsabilidad penal y de la civil derivada de delito que, en su caso, puedan serles exigidas conforme a lo dispuesto en la legislación correspondiente (artículos 145.5 y 146 de la LRJPAC, y 121 del Código Penal). El régimen legal de la acción de repetición alcanza a todo el personal administrativo, incluido que tiene a su cargo la contratación administrativa. No obstante, la disposición adicional 5ª del texto refundido de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas, de 16 de junio de 2000, lo hace explícito para este tipo de personal. En todos los casos, las Administraciones Públicas están obligadas a indemnizar a los particulares por los perjuicios que les causen las conductas irregulares de sus agentes, pero no sólo no quedan obligadas a soportar la carga económica final de las indemnizaciones correspondientes, sino que, por el contrario, a lo que quedan obligadas es a actuar por la vía de la repetición para exigir al agente responsable el reembolso procedente. 

Si se exigiera en el proceso penal la responsabilidad civil de la autoridad, agentes y contratados de la misma o funcionarios públicos, la pretensión deberá dirigirse simultáneamente contra la Administración o ente público presuntamente responsable civil subsidiario.” 

Al mantenerse en este precepto el carácter subsidiario de la responsabilidad de las Administraciones Públicas, junto a la responsabilidad patrimonial directa que les corresponde por el funcionamiento de los servicios públicos, se atribuye al perjudicado una opción entre dos órdenes jurisdiccionales distintos, el penal y el administrativo, que produce en la práctica no pocas vacilaciones y controversias jurídicas. No ha bastado para ponerlas término la nueva redacción que ha dado la Ley de 13 de enero de 1999 a los dos párrafos del artículo 146 de la LRJPAC según los cuales 

“1.- La responsabilidad penal del personal al servicio de las Administraciones Públicas, así como la responsabilidad civil derivada del delito, se exigirá de acuerdo con lo previsto en la legislación correspondiente. 

2.- La exigencia de responsabilidad penal del personal al servicio de las Administraciones Públicas no suspenderá los procedimientos de reconocimiento de responsabilidad patrimonial que se instruyan, salvo que la determinación de los hechos en el orden jurisdiccional penal sea necesaria para la fijación de la responsabilidad patrimonial.” 

1.3.- Administraciones concurrentes 

Un tercer caso de acción de repetición se da cuando son varias las Administraciones Públicas que intervienen en la producción del daño.  La concurrencia de las Administraciones Públicas puede darse en situaciones diversas, si bien la distinción mayor es aquélla en la que dos o más Administraciones Públicas actúan o no concertadamente en la gestión del servicio. 
En todos estos supuestos de acciones administrativas concertadas, en virtud de la regla de la solidaridad, el pago hecho por una de las Administraciones concurrentes libera a todas las demás frente al perjudicado, sin perjuicio del derecho que asiste a aquélla a dirigirse frente a las demás para reclamarles la parte que a cada una correspondiera satisfacer, todo de conformidad con el artículo 1145 del Código Civil.
En los casos en que la concurrencia de los entes administrativos sea puramente ocasional, la solidaridad sólo se aplica de manera subsidiaria. La distribución de cuotas de responsabilidad que resulte de los criterios enumerados en el artículo 140.2 de la Ley, podrá hacerse efectiva por la Administración que haya procedido al pago, ya sea mediante el acuerdo alcanzando en el propio expediente, o mediante el ejercicio de la acción de repetición. 

1.4. Hecho de un tercero 

El último supuesto en el que puede nacer acción de repetición a favor de la Administración titular del servicio al que le ha sido imputado un daño indemnizable es la participación en la causación de éste de un tercero ajeno a la organización administrativa. La intervención del tercero no ha de ser tan determinante que llegue a excluir la imputación del daño al funcionamiento de los servicios públicos, ya que, si así fuera, no se estaría ante un caso de responsabilidad de una Administración Pública, sino ante un caso de responsabilidad civil de un particular, ajeno al derecho administrativo. La participación del tercero ha de operar como concausa, mayor o menor, del daño ocasionado por el funcionamiento del servicio público, y sobre tal base se ha de ajustar la medida de la responsabilidad entre él y la Administración Pública titular de aquél. El artículo 2.e) de la Ley de la Jurisdicción, y el artículo 9.4 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, atribuyen el conocimiento de toda esta materia al orden contencioso-administrativo, “aunque en la producción del daño hubieran concurrido sujeto privados”, fórmula general en la que se incluyen, desde luego, los terceros a que se refiere este apartado. 

El pago hecho a la Administración instructora cubre el total de la indemnización debida, salvada la acción de repetición por el importe que corresponda al tercer concurrente. No cabe aquí solidaridad entre los deudores, ya que la naturaleza jurídica de su obligación de indemnizar no es la misma: la de la Administración es de carácter objetivo y nace de la mera titularidad del servicio que ha originado el daño; mientras que la del tercero es de carácter civil, y nace de una presencia ocasional en la causación del hecho dañoso que, para ser imputable, requiere por su parte culpa o negligencia, con arreglo a la norma común del artículo 1902 del Código Civil. No hay, pues, solidaridad, sino división de cuotas de indemnización, efectuada con arreglo a diferentes reglas de derecho sustantivo, y acción final de repetición administrativa. 

2.- Procedimientos y jurisdicción 

Como ha quedado indicado, los principios que, en materia de procedimiento y jurisdicción, rigen en la actualidad todo el sistema de responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas son el de exigencia directa de la responsabilidad a la Administración titular del servicio, que responde de los daños causados por ella misma, o por sus agentes, terceros y otras Administraciones concurrentes; el de la sumisión al régimen administrativo de la responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas, tanto en sus relaciones de derecho público como de derecho privado; y el de atribución a la jurisdicción contencioso-administrativa de todas las cuestiones derivadas de la misma. De modo que los particulares legitimados habrán de dirigirse frente a la Administración causante del daño, cualquiera que sea el tipo de actividad desarrollada por ésta y la forma de llevarla a cabo, dándose inicio así a un procedimiento de carácter administrativo cuya finalidad es acreditar la existencia de los daños alegados y su imputación al servicio público, conforme a las reglas aplicables a cada caso. El procedimiento puede concluir acordándose el abono de la indemnización solicitada, en todo o en parte, o denegándola, abriéndose entonces al interesado el acceso a la jurisdicción contencioso-administrativa en todo lo que le fuera de interés. Estas reglas básicas son de general aplicación y, junto a ellas, también lo son otras normas que la LRJPAC ha venido a establecer o a corroborar en esta materia, tales como la posible iniciación de oficio de los procedimientos, la terminación convencional de los mismos mediante acuerdos indemnizatorios, el abono de la indemnización procedente mediante pagos periódicos o compensaciones en especie, la posibilidad de instruir la reclamación a través de un procedimiento abreviado y su denegación por silencio administrativo. 
La acción de repetición nace una vez que concluye el procedimiento de responsabilidad patrimonial propiamente dicho, y una vez que la Administración Pública efectúa el pago al perjudicado. Y aunque su régimen básico, sus trámites y garantías, y el de la protección jurisdiccional de las partes interesadas, es el mismo, existen matices que permiten examinar por separado los cuatro casos de repetición posibles que han sido enumerados. 

X.- REPARACIÓN DE LOS DAÑOS QUE SUFRAN LOS FUNCIONARIOS EN EL EJERCICIO DE SUS FUNCIONES.
1.
La LMRFP establece en su Art. 23.4 que “los funcionarios percibirán las indemnizaciones correspondientes por razón del servicio”. Como antes anticipamos, el Art. 63.1 del TA de la LFCE dispone en su primer inciso que “el Estado dispensará a los funcionarios la protección que requiera el ejercicio de sus cargos”, precepto relacionado con el Art. 101.2 de la misma Ley, en el que se establecía que “las indemnizaciones tiene por objeto resarcir a los funcionarios de los gastos que se vean precisados a realizar en razón del servicio”, disposición derogada por la LMRFP y cuyo contenido hoy debe entenderse recogido y desarrollado en el RD 462/2002, de 24 de mayo, sobre indemnizaciones por razón del servicio.

      

Como expone el Consejo de Estado en la Memoria del año, el Art. 23 de la LMEFP se rubrica “conceptos retributivos”, pero las indemnizaciones a que hace referencia ese precepto en su cuarto apartado no han de ser configuradas tanto como “retribuciones” (por muy amplio que sea el concepto que de ellas se admita), sino como resarcimiento de los daños efectivamente sufridos por los funcionarios en el desempeño de la función que les es propia.

Con carácter general no procede encauzar una petición de indemnización por la vía de la responsabilidad extracontractual de la Administración cuando el supuesto de hecho causante, y la correspondiente reparación del daño, tiene otra vía procedimental específica prevista en el ordenamiento jurídico, cual sería, entre otros, el caso en que el daño se produce en el seno de una relación de servicios profesionales.

Tales reclamaciones de los funcionarios públicos deben ser sustanciadas, primariamente, en el seno de esa relación específica, y no a través del régimen de responsabilidad patrimonial de la Administración. Esta posición encuentra apoyo en el hecho de que esas reclamaciones deducidas por los habría que situarlas en el marco de la relación funcionarial existente, aunque en la práctica se tramiten también como reclamaciones de responsabilidad extracontractual.

Debe afirmarse, en consecuencia, la aplicación preferente de la legislación sectorial correspondiente, de modo que sólo será posible acudir a lo dispuesto en la Ley 30/1992 cuando aquélla no regule todos los aspectos posibles relacionados con los daños producidos a los funcionarios públicos o cuando conduzca a resultados inicuos.

En definitiva, si el funcionario, al prestar sus servicios como tal, sufre lesión, material o corporal, la obligación indemnizatoria que pesa sobre la Administración se define y sustancia en el seno de la relación funcionarial y, en tanto en cuanto no se trate de prestaciones o ayudas asistenciales a que el funcionario tenga derecho, la obligación de resarcimiento de la Administración se fija de acuerdo con el principio de indemnidad, aunque se invoque una previsión normativa de directa aplicación que fije los términos de la obligación administrativa de indemnizar.

Si, por el contrario, el funcionario sufre efectos lesivos consecuentes al funcionamiento de un servicio público, respecto del cual sea neutra su condición de funcionario y aparezca como sustantiva su condición de ciudadano el instituto de la responsabilidad objetiva de la Administración, confiere a su favor el derecho indemnizatorio previsto por la ley en relación con los “particulares” o “terceros” lesionados”.

A juicio del Consejo de Estado, “cuando las indemnizaciones y pensiones extraordinarias concedidas (al amparo de la legislación de clases pasivas del Estado) no logren la compensación integral del daño sufrido, la Administración responsable no puede exonerarse de su obligación de reparar el efecto lesivo cuya causación le sea imputable. Ello no obsta a la necesidad de tener en cuenta las indemnizaciones ya abonadas y las pensiones extraordinarias reconocidas por la mencionada vía específica, a los efectos del cálculo de la indemnización que corresponda con arreglo al régimen de la responsabilidad patrimonial de la Administración y bajo la directriz de evitar duplicidades indemnizatorias (Art. 121 del CP) “.

“En todo caso, la compatibilidad exige que el daño efectivamente acreditado por los reclamantes en cada caso sea de tal magnitud que no resulte resarcido mediante la correspondiente indemnización de clases pasivas o pensión extraordinaria. Sólo cuando la reparación que resulte del régimen especial aplicable no restituya íntegramente al interesado, el objetivo de la indemnidad, llama, para su aplicación, a los arts. 139 y siguientes de la Ley 30/1992”.

El TS (entre otras, en las SSTS de 12 de marzo de 1991, 28 de noviembre de 1995, 20 de mayo de 1996, 19 de septiembre de 1996, 4 de febrero de 1999 y 20 de enero de 2000) ha declarado que el mero reconocimiento de pensiones extraordinarias “no lleva consigo una exclusión del régimen de responsabilidad patrimonial”, exclusión que sí tendrá lugar “cuando la Ley así lo prevea o cuando las circunstancias del caso concreto demuestren que se ha llegado a una reparación total confrontando la valoración de los daños y perjuicios causados con la cuantía de la indemnización o compensación obtenida”.

A dos conclusiones llega el Consejo de Estado:

“En principio, pues, no existe incompatibilidad entre la pensión a la que puede tener derecho el funcionario y la eventual procedencia de una pretensión indemnizatoria. Habrá que resolver esta cuestión de manera casuística, teniendo en cuenta para ello si la prestación de indemnización, eventualmente superior a la ordinaria, reconocida al funcionario tiene como finalidad específica compensar el perjuicio sufrido durante el desempeño de su actividad como tal funcionario, si existe un título singularizado y relevante de imputación de responsabilidad a la Administración y, si, en su caso ha de operar el mencionado principio obstativo de la duplicidad indemnizatoria”.

“La continua apertura del régimen propio de la función pública, en el ámbito específico de las indemnizaciones a que se refiere el Art. 23.4 LMRFP, a los principios de la responsabilidad patrimonial de la Administración de la Ley 30/1992. Y es que los funcionarios, por el hecho de encontrarse vinculados por una relación específica con la Administración, no son de peor condición que el resto de los ciudadanos, y precisamente por ello despliega su cobertura el principio de indemnidad”.

En el caso de los funcionarios al servicio de la Administración de Justicia, el Art. 495.1.b) de la LOPJ reconoce a todos los funcionarios de carrera el derecho a “percibir la retribución y las indemnizaciones por razón del servicio establecidas en las normativa vigente”. Cuanto antes hemos dicho sobre análogo precepto relativo a los FCAE vale también en este otro caso.

XI.- LÍMITES A LA RESPONSABILIDAD OBJETIVA DE LA ADMINISTRACIÓN. ABUSO DE LA RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA.
La cuestión consiste en dónde poner límites a una ampliación del ámbito del principio indemnizatorio, sea por la vía de la responsabilidad, sea por la vía del resarcimiento.

La evolución ha llevado, sin embargo, a una situación en la que pueden detectarse síntomas de abuso y deformación del instituto de la responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas que se pretende utilizar, con el consiguiente daño del erario público y, en último término del interés general, para fines distintos de los que justifican la existencia de dicho instituto. Así, la responsabilidad puede convertirse, si no se corrige dicha deriva, en un instrumento de erosión de los servicios y del Estado mismo. 

La actividad administrativa, tanto la de policía como la de servicio público, supone una obligación de acción como es el proteger el orden público, el funcionamiento del mercado, el estado de las carreteras o la disciplina de los establecimientos docentes, pero todo ello hasta un grado razonable que en ningún caso puede equivaler a la garantía absoluta de eliminar los riesgos inherentes a la actividad, en todos estos campos u otros semejantes en los que la Administración interviene, de quienes son los principales actores de la vida social. Esto es ciudadanos libres y, por ello, necesariamente responsables

Sirvan, por vía de ejemplo,  como casos de abusos evidenciados por el Consejo de Estado, aquellos en los que se pretendía obtener por la vía de la responsabilidad patrimonial de la Administración una doble indemnización. Por ejemplo acumulando la derivable de dicha responsabilidad con las obtenidas en virtud del régimen especial previsto al efecto para los funcionarios públicos: ya reiterando la pretensión ante la Administración de Justicia y el Ministerio del Interior.

Las prestaciones sanitarias de la Administración Pública ni pueden garantizar un resultado siempre satisfactorio ni su prestación puede ir más allá de las posibilidades económicas y técnicas que tienen las Administraciones competentes. La “lex artis” es un concepto indeterminado que pende, no solo del estado de la ciencia y de la técnica, sino de acceso y disponibilidad que de dichos conocimientos científicos y técnicos tenga realmente la administración sanitaria en cada momento. 

Es claro que, en el cumplimiento de la misión encomendada a las fuerzas de seguridad, se causan daños y generan riesgos que dan lugar a la responsabilidad frente a los administrados siempre que el daño sea efectivo, evaluable económicamente e individualizado con relación a una persona o grupos de personas (Art. 139.2 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre). Sin embargo no puede exigirse de los servicios policiales un imposible grado de eficacia que evite cualquier delito o falta contra las personas y bienes, tanto en la acción exterior de la policía, como, por ejemplo, en la gestión de sus propias dependencias policiales. 

Solamente en casos extremos el Consejo ha considerado que un grado importante de ineficacia policial puede considerarse un “funcionamiento anormal” de los servicios públicos susceptibles de generar la consiguiente responsabilidad. Tal fue el supuesto en el que la inexplicable tardanza de la policía y timidez en el cumplimiento de sus funciones fue concausa directa de la perpetración de delitos; o el del supuesto en el que la negligencia policial da lugar a la comisión de delitos en sus propias dependencias. Se trata, a todas luces, de supuestos extremos de funcionamiento anormal y que en ningún caso pueden tomarse como base para una interpretación doctrinal que cargue sobre los servicios policiales y no sobre los delincuentes la responsabilidad de sus actuaciones. 

. 

XII.- CRITERIOS DE REPARACIÓN. LA REPARACIÓN INTEGRAL

Una de las notas del sistema español de responsabilidad patrimonial de la Administración Pública es que cubra íntegramente el daño efectivamente producido. 

No obstante, la determinación de la extensión y alcance de la reparación se fija por los Tribunales en función de los elementos probatorios aportados, hay daños de muy difícil probanza donde se imponen casuísticamente presunciones estimativas y en la valoración de los daños no patrimoniales y morales se utilizan siempre criterios convencionales. 

La reparación integral supone la necesidad de pagar un valor de reposición o sustitución. 

La indemnización cubre tanto el daño emergente como el lucro cesante, si bien en relación con éste existe una especial dificultad de prueba que hace que el Tribunal realice una ponderación alzada que suele calificarse de «ponderada» o «prudencial». 

Hasta la LRJ y PAC no existía en nuestro ordenamiento precepto alguno que regulara los criterios a manejar en el cálculo de la indemnización, salvo el artículo 134. 3 REF que remitía para la valoración, en lo posible, a los criterios de valoración utilizados por la LEF. Ahora el artículo 141. 2 alude a unos criterios genéricos para calcular la indemnización: la indemnización se calculará con arreglo a los criterios de valoración establecidos en la legislación de expropiación forzosa, legislación fiscal y demás normas aplicables, ponderándose, en su caso, las valoraciones predominantes en el mercado. 

Con carácter general, cuando la imputación es por culpa o negligencia, es decir, por un funcionamiento anormal de los servicios, los Tribunales son más proclives a aumentar la indemnización y a admitir el lucro cesante. Y cuando la víctima contribuyó al resultado dañoso y se admite en la relación de causalidad la concurrencia de causas se disminuye la indemnización en la proporción debida. 

La STS de 30 de mayo de 2006 reconoce la existencia de responsabilidad en un suicidio de un interno en prisión, apreciando omisión del deber de vigilancia, pero disminuye la indemnización procedente al considerar que existió concurrencia de culpa.  «Ante esta concurrencia de causas, imputables unas a la Administración y otras a la propia víctima, procede moderar equitativa y prudentemente el quantum indemnizatorio solicitado.

En el caso de daños materiales, la prueba de la cuantía o la determinación de las bases o criterios necesarios para fijarla, es decisiva. El artículo 6 del RD 429/1993, de 26 de marzo dispone que en la reclamación se deberán especificar las lesiones producidas, la relación de causalidad y evaluación económica de la responsabilidad si fuera posible, acompañando cuantas alegaciones, documentos e informaciones se estimen oportunos y la proposición de prueba, concretando los medios de que pretenda valerse el reclamante.  

Más complicada es la determinación de la reparación en el caso de lesiones corporales, muerte o daños morales. 

El daño moral aparece con frecuencia mezclado y globalizado junto con los daños estrictamente patrimoniales. Incluso los Tribunales tratan de traducir o convertir el daño moral en un criterio de orden patrimonial. Pero, sin duda, reconocen, también daños morales puros. 

En la actualidad la jurisprudencia incluye, con normalidad, dentro de los perjuicios indemnizables, el daño moral propiamente dicho, o sufrimiento derivado de la lesión corporal padecida o de otro acontecimiento que produzca una aflicción en la persona, como puede ocurrir con el menoscabo de su intimidad o de su honor.

Una STS de 30 de junio de 2006 considera que el daño moral es un elemento integrante del concepto de daños evaluable y reconoce su existencia y la consecuente responsabilidad patrimonial, en la ausencia de información a la madre embarazada de la existencia de malformaciones en el feto, situación que le impidió poder optar a la realización de un aborto dentro del plazo que la norma faculta al efecto. 

Razona la sentencia que «Esta Sala en reiteradas sentencias, por todas citaremos la de 29 de marzo de 2006 y 3 de octubre de 2000 ha dicho que el concepto de daño evaluable a efectos de determinar la responsabilidad patrimonial de la Administración incluye el daño moral. Sin embargo, por tal no podemos entender una mera situación de malestar o incertidumbre, salvo cuando la misma ha tenido una repercusión psicofísica grave. Tampoco puede considerarse como daño moral el derivado del nacimiento inesperado de un hijo, pues nada más lejos del daño moral, en el sentido ordinario de las relaciones humanas, que las consecuencias derivadas de la paternidad o maternidad».
Por lo que respecta a la vida se suelen fijar muchas veces de manera global, incluyendo conjuntamente auténticos daños patrimoniales y los más imprecisos daños morales. Las referencias jurisprudenciales aluden a criterios de la jurisprudencia civil o penal, mencionándose la situación laboral de la víctima, su edad, sus circunstancias profesionales y económicas y sus cargas familiares. Las indemnizaciones son muy variables, aunque puede decirse que han aumentado considerablemente en los últimos años. 

En relación con las lesiones y secuelas, se indemnizan los gastos de curación, los salarios no devengados y las secuelas en la medida en que pueden impedir a la víctima su trabajo habitual y sus obligaciones familiares. Se utilizan también fórmulas concretas para llegar a una cifra global como la capitalización al interés legal de la diferencia entre los ingresos anuales que resulte de restar al salario de la víctima la pensión concedida por la Seguridad Social; pensión compatible, como regla general, con la indemnización debida en vía de responsabilidad. Otra técnica es calcular dicha diferencia anual y multiplicarla por el número de años que le quedaran a la víctima para jubilarse. 

La indemnización es en dinero y, normalmente, consiste en una cantidad fija, pero el artículo 141. 4 LRJ y PAC dispone que la indemnización procedente podrá sustituirse por una compensación en especie o ser abonada mediante pagos periódicos cuando resulte más adecuado para lograr la reparación debida y convenga al interés público, siempre que exista acuerdo con el interesado. 

En los supuestos de desfase temporal entre la fecha de la lesión y la de la sentencia condenatoria, la solución tradicional es la condena al pago de intereses sobre la cantidad que supone la indemnización.  Pero, partiendo de que se trata de una deuda de valor y no de cantidad, cabía apuntar a la retasación en el seno del propio proceso. El artículo 141. 3 LRJ y PAC dispone que la cuantía de la indemnización se calculará con referencia al día en que la lesión efectivamente se produjo, sin perjuicio de su actualización a la fecha en que se ponga fin al procedimiento de responsabilidad con arreglo al índice de precios al consumo fijado por el Instituto Nacional de Estadística, y los intereses que procedan por la demora en el pago de la indemnización, los cuales se exigirán con arreglo a lo establecido en la Ley General Presupuestaria. 

La previsión legal supone la actualización de la indemnización al momento de su fijación definitiva en vía administrativa — y, hay que entender, jurisdiccional—, corrigiendo el criterio restrictivo de la primitiva redacción del precepto. 

La STS de 27 de junio de 2006   «Debe determinarse teniendo en cuenta lo establecido por el artículo 141 de la Ley 30 de 1992, de 26 de noviembre, en la redacción dada al mismo por la Ley 4 de 1999, de 13 de enero. Dice el precepto citado en el particular que nos interesa que «la indemnización se calculará con arreglo a los criterios de valoración establecidos en la legislación de expropiación forzosa, legislación fiscal y demás normas aplicables, ponderándose, en su caso, las valoraciones predominantes en el mercado». Y que «la cuantía de la indemnización se calculará con referencia al día en que la lesión efectivamente se produjo, sin perjuicio de su actualización a la fecha en que se ponga fin al procedimiento de responsabilidad con arreglo al índice de precios al consumo, fijado por el Instituto Nacional de Estadística, y de los intereses que procedan por demora en el pago de la indemnización fijada, los cuales se exigirán con arreglo a lo establecido en la Ley General Presupuestaria». 

La STS de 30 de mayo de 2006 cuantifica la indemnización aplicando baremos de la Ley de Seguros Privados (Ley 30/1995, de 8 noviembre que en su disposición adicional octava modifica la Ley de Uso y Circulación de Vehículos de Motor). Tales baremos, que tienen una función orientativa y no vinculante, al ser su ámbito propio la valoración de daños personales en el seguro de responsabilidad, sirven de referencia de la seguridad y objetividad jurídica que implica un sistema objetivo de resarcimiento, razón por la que se suele invocar en el ámbito de la Seguridad Social; por ello, el importe de la indemnización ha de fijarse estimativamente por el Tribunal teniendo en cuenta las cantidades reconocidas en casos análogos y las que pudieran resultar aplicables, en su ámbito, como consecuencia de los criterios legales, de la tasación mencionada            

            

XIII. CASUÍSTICA JURISPRUDENCIAL.
Veamos algunos casos en los que la jurisprudencia aprecia la existencia o no de antijuridicidad del daño:

1)
En relación con la tramitación de los expedientes, la doctrina tradicional era que su demora no podía ser causa de responsabilidad patrimonial si una Ley no anuda expresamente esta consecuencia. Pero más tarde se admitió la responsabilidad si tal demora es causa directa de la producción del daño o una consecuencia necesaria. En esta línea, se ha reconocido responsabilidad patrimonial en una demolición de un hotel que no cumplía con las servidumbres aeronáuticas, pero que se siguió construyendo a causa del retraso de los servicios de inspección, aumentando así el perjuicio cuando se produce finalmente la orden de demolición. Algunas referencias al retraso como generador de daños se hallan también en fallos que se refieren a la concesión de licencias urbanísticas. 

2)
La STS Sala 3ª, de 8 de junio de 2006, sin embargo, no reconoce responsabilidad patrimonial en la tardanza en el otorgamiento de una licencia cuando se trata de la resolución de un expediente urbanístico complejo que precisaba de la tramitación y aprobación de un estudio de detalle y del proyecto de compensación. Ello unido a la necesidad de emisión de informe por las autoridades del área de cultura al estar incluida la parcela en el Casco Histórico justifica una actuación administrativa adecuada en función de los intereses públicos a preservar en el expediente. Además, la propia recurrente había incurrido en dilaciones a la hora de cumplir sus obligaciones, con expresa referencia a la presentación de la escritura de constitución de la Junta de Compensación y del Proyecto de Compensación, habiéndose tramitado simultáneamente el estudio de detalle con los instrumentos de gestión (constitución de la Junta)  y ejecución de la correspondiente unidad, Proyecto de Compensación y Proyecto de Urbanización, estando condicionada la obtención de licencia al informe favorable de Cultura, por lo que la licencia no se pudo solicitar hasta el 25 de mayo de 1995 por resultar firme el Proyecto de Compensación, después de la aprobación del estudio de detalle el 28 de octubre de 1994 y del Proyecto de Urbanización el 24 de febrero de 1995. 
Entiende la Sala que en el presente caso, dados los términos en que el recurso está planteado y la complejidad de las actuaciones administrativas a desarrollar, el plazo transcurrido para la obtención de la licencia de edificación no puede estimarse que exceda del asumible conforme a criterios de razonabilidad, pues no se está ante un auténtico expediente administrativo sino en presencia de una actuación urbanística compleja, con competencia de diversas administraciones concernidas, y que exige la tramitación de diversos instrumentos urbanísticos a los que en modo alguno puede ser aplicable el principio de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común que sobre el plazo máximo de duración de un expediente; todo ello unido a la propia conducta de la recurrente, que no adoptó durante la tramitación medidas tendentes a la efectividad y aseguramiento de su derecho frente a una posible tardanza de la Administración.            

3)
La STS de 27 de junio de 2006 reconoce la existencia de nexo causal, para apreciar la responsabilidad, en la caída de funcionaria en la escalera del edificio en que prestaba su trabajo, debido a que el pavimento de mármol era resbaladizo por el paso de los años y que no contaba con la instalación de bandas antideslizantes. Aprecia el incumplimiento de la obligación de su establecimiento derivado de Directiva Comunitaria posteriormente traspuesta al Derecho interno. En unas condiciones de uso como las de las escaleras a las que nos venimos refiriendo, resultaba imprescindible la instalación de mecanismos tendentes a la prevención de posibles accidentes y al no haberlo hecho así la Administración demandada, es evidente que debe predicarse la responsabilidad patrimonial de la misma, al concurrir los requisitos definidores de dicha responsabilidad. 

4)
La relación de causalidad no se rompe por la coparticipación de la víctima, salvo dolo o negligencia grave de ésta, o de un tercero en la producción del daño, de modo que la Administración indemniza, aunque la causa del daño no sea exclusivamente atribuible al funcionamiento de los servicios públicos. No obstante dentro de esta nueva línea jurisprudencial, el mantenimiento del nexo causal para hacer derivar la indemnización a la Administración está más generalizado cuando con la Administración concurre la acción de un tercero que cuando en la producción del daño participa la víctima. El concurso de causas justifica en  estos caso el reparto de la indemnización en la proporción correspondiente. 

Cuando la víctima no ha participado en la producción del daño, pero existe una concurrencia de causas, la consideración de la existencia de un vínculo de solidaridad entre los coautores permite al dañado exigir la totalidad de la indemnización a la Administración, sin perjuicio de que ésta se resarza luego en la proporción que corresponda. 

5)  STS Sala 3ª 2 de julio de 2008.
En el caso —reclamación de indemnización al M.º Fomento derivada del fallecimiento del hijo de la recurrente tras precipitarse de forma brusca sobre un canal de cemento existente al lado de una carretera nacional— procede confirmar la sentencia de instancia en la que se declaró la ausencia de nexo causal determinante de responsabilidad patrimonial de la Administración. Aduce la recurrente que la zona por la que deambulaba el hijo fallecido se encontraba dentro del ámbito del dominio público de la carretera y que al carecer de la necesaria protección dichos terrenos, existe el necesario nexo causal para apreciar la responsabilidad de la Administración. Tal modo de razonar no se puede compartir pues las instalaciones de desagüe no son parte integrante de la carretera, puesto que si bien el art. 44.2 RGC define las instalaciones de riego y desagüe como elementos de la carretera, ello lo hace a los solos efectos de determinar la colaboración de las distintas Administraciones públicas en su mantenimiento y conservación, sin que la recurrente haya enervado el fundamento esencial de la sentencia recurrida, determinante de la exclusión de responsabilidad, conforme al cual el fallecido circulaba fuera del arcén de la carretera, al no circular por la parte de la misma que disponía de firme asfáltico, sino fuera de esa zona en la que, según remarca la sentencia, existen evidente riesgos y más a la hora en que se produjo la caída.

6)
SAN (Audiencia Nacional Sala, Contencioso Administrativo) 4 de noviembre de 2008.
En este caso la parte recurrente imputa a la Administración la causación de daños —lesiones y daños materiales— derivados del incorrecto mantenimiento de una vía pública de circulación, toda vez que en la calzada existía al momento del accidente una gran mancha de una sustancia deslizante, lo que provocó la desestabilización o derrape del vehículo y el posterior impacto de la conductora contra el suelo. Considera que ha sufrido un daño que no tiene el deber jurídico de soportar, y de ahí la indemnización que reclama. El examen de las actuaciones evidencia que la causa relevante e inmediata del siniestro fue la existencia de una gran mancha de gasoil en la calzada, vertida por un vehículo no identificado, sustancia que, al circular por encima de ella el ciclomotor, provocó el deslizamiento o derrape de éste en la calzada, con las consecuencias ya descritas. Hay que señalar, por otra parte, que no consta actividad anterior al accidente por parte del grupo de vigilancia y mantenimiento de la empresa encargada del mantenimiento de la vía.
7) STS Sala 3ª 19 de septiembre de 2008. Requisitos para su apreciación. 

En relación con pretensiones de responsabilidad patrimonial, basadas en la realización de obras de ampliación, mejora o cambio de trazado de carreteras, la jurisprudencia se ha pronunciado rechazando la antijuridicidad del daño y apreciando la necesidad de soportar éste, salvo en los supuestos de aislamiento total de la finca o establecimiento donde se estima se ha producido el daño. En el caso, las obras en la carretera se realizaron con objeto de mejorar su trazado, y en modo alguno supusieron una pérdida total de accesos al establecimiento comercial de la actora, sino que, como los testigos ponen de relieve, aunque se haya elevado el nivel de la rasante y pudiera aceptarse una mayor dificultad en el establecimiento de los vehículos que realizan la compra al por menor y en la descarga, no se ha producido un aislamiento total del negocio, ni se le ha privado de cualquier acceso desde la carretera. Siendo ello así, la sentencia recurrida es conforme a derecho cuando no aprecia antijuridicidad en el actuar de la administración al mejorar el trazado de la vía pública, excluyendo consiguientemente la responsabilidad patrimonial solicitada, al no concurrir uno de los requisitos esenciales al efecto.

8)  STS Sala 3.ª, Sentencia 10 de octubre de 2007.
El recurrente mantiene que la causa del accidente que costó la vida a su hija fue un inadecuado sistema de drenaje de agua en la carretera, que impidió la suficiente evacuación de aquélla y que finalmente y por las bajas temperaturas se transformó en una placa de hielo. Del informe del jefe provincial de carreteras, resulta que dos años antes del accidente, se realizaron las obras de drenaje transversal, y con posterioridad al accidente se realizaron las obras de conservación. Del informe debe concluirse que, aun cuando se adecuó un caz, no se alteró la capacidad de evacuación de las aguas, lo que es indicativo de que el drenaje y sumideros en el momento de los hechos eran suficientes y adecuados. Por tanto, no cabe apreciar que la Sala de instancia haya realizado una valoración de las pruebas practicadas, ni irracional, ni arbitraria, ni ilógica, ni contraria a las reglas de la sana crítica, pues si el estado de mantenimiento del sistema de drenaje de la calzada era el adecuado y suficiente para la misma, con independencia o no de la velocidad con la que condujese la hija del actor, no puede imputarse a la Administración el fallecimiento de la misma, amparándose en el carácter objetivo de la responsabilidad patrimonial.

9) STS Sala 3ª 26 de abril de 2007.
En el caso, de la prueba practicada, adecuadamente valorada por el Tribunal de instancia, resulta acreditado que la construcción de la autovía, y, en concreto, del puente sobre la misma, no modificó el comportamiento hidráulico, ni la morfología fluvial. Por tanto, fueron las fuertes lluvias caídas las que determinaron una crecida inesperada del río, que por tal razón, volvió a su cauce antiguo, con la consiguiente inundación de los terrenos adyacentes. Ello motivó la inundación de la gasolinera, que se encontraba situada dentro de los terrenos de cauce natural propio del río en zona encharcadiza de dicho cauce natural, circunstancia conocida por la recurrente, a la que precisamente en su día se le exigieron determinadas prevenciones. Por otra parte, tampoco cabe apreciar ninguna omisión de la Administración en materia de policía de aguas, en los términos exigidos por la jurisprudencia, y que determinasen su responsabilidad, pues el desbordamiento del río y la consiguiente inundación tuvo su causa en lluvias de carácter torrencial.

10) STS Sala 3.ª, Sentencia 18 de mayo de 2007
En el caso, cabe imputar al ayuntamiento una actuación sin tomar todas las medidas adecuadas en la forma de practicar el derribo del inmueble colindante con el de la actora; sin embargo, para que pueda apreciarse responsabilidad patrimonial resulta elemento imprescindible que quede plenamente acreditado que como consecuencia de la acción u omisión imputable a la administración se ha generado un daño real, efectivo, individualizado y evaluable económicamente, y es lo cierto que la actora en su demanda no individualiza los daños por los que reclama, refiriéndose de forma abstracta a posibles gastos del expediente de ruina, reposición del inmueble a su estado anterior, gasto de uso de otro local, sin concretar éstos de forma individualizada o acreditar unas bases que pudieran permitir su cuantificación. Tampoco acredita que de la demolición que finalmente tuvo que acordase por el ayuntamiento se hubiesen generado efectivamente daños para ella, ni cabe tampoco admitir su pretensión de que se repusiera su inmueble al estado anterior a las obras de demolición del colindante. La misma no ha probado, como le era exigible, cuál era el estado del inmueble con anterioridad, habiendo constancia documental que desde 1996 no se realiza ninguna medida de protección del edificio. No se ha acreditado que haya tenido que usar otro local, ni tampoco se ha probado pese a lo fácil que hubiese resultado los concretos desembolsos que hubiera debido hacer personalmente por una demolición, a la que probablemente se hubiese visto obligada en un futuro. No acreditada por la actora la efectividad del daño y pidiendo el resarcimiento en los ambiguos términos que se han expuesto, falta uno de los requisitos de esencial concurrencia para la configuración de la responsabilidad patrimonial de la administración que por tanto no puede ser estimada.

11) SAN  (Audiencia Nacional, Sala Contencioso Administrativo) 20 de octubre de 2006 (CONCURRENCIA DE CULPAS).

Indemnización por daños ocasionados por accidente de tráfico ocasionado por encontrar en el carril por el que circulaba una piedra de considerable tamaño. El servicio público de carreteras no funcionó adecuadamente a la hora de mantener en las debidas condiciones de seguridad y limpieza una vía de titularidad pública. Procede una minoración de la indemnización ya que si el conductor hubiese llevado correctamente colocado el casco reglamentario, las consecuencias del siniestro se hubiesen atemperado.

12)  STS Sala 3ª, Sentencia 30 de abril de 2008. 
El atestado de la Guardia Civil refiere expresamente la existencia de gravilla suelta en la calzada en zona de curva de reducida visibilidad, así como un exceso de velocidad a la vista de las características de la carretera, circunstancia de exceso de velocidad, que es la que hace que se arrastre sobre la calzada con la moto, y ese arrastre continúa hasta que se sale por la vía por su margen derecho y le lleva a impactar contra los postes. Por otra parte, la sentencia reproduce literalmente el tenor del informe de la Demarcación de Carreteras del Estado, en la que se reputan causas del accidente la existencia de gravilla en la calzada y el exceso de velocidad del recurrente. Del tenor de dichos documentos, no cabe aceptar que la Sala de instancia haya hecho una valoración arbitraria de los mismos, sino que precisamente asumiendo las conclusiones contenidas en esa prueba documental, apreciando todos los datos técnicos que en ella se contienen, razona de modo lógico apreciando un exceso de velocidad que, unido a la reconocida existencia de gravilla suelta, le lleva a apreciar la concurrencia de culpas en la producción del resultado lesivo. No hay, pues, una vulneración de los arts. 9.3 ni 24 CE, pues la valoración de la prueba no es irracional, ni arbitraria, ni ilógica y de los datos técnicos obrantes en la citada prueba documental resulta el exceso de velocidad en la conducción por parte del actor a la vista del propio trazado de la calzada y de la gravilla en ella existente y a partir de ello no cabe aceptar la vulneración alguna del Art. 386.1 LEC 2000, pues dicho precepto se refiere a las «presunciones judiciales» y en el caso de autos, no es que el Tribunal deduzca un hecho partiendo de otro tenido por probado, sino que valorando la prueba practicada y los datos técnicos en ella recogidos, concluye de forma lógica, que hubo exceso de velocidad por parte del recurrente.

13) SAN (Audiencia Nacional, Sala Contencioso Administrativo) 27 de octubre de 2008  
Indemnización por daños ocasionados por accidente de tráfico cuando un grupo de jóvenes, subidos en sendos ciclomotores, circulaban por la vía, encontrándose con acumulaciones de piedras y arena que, pese a no ser inmediatas en el tiempo sino anteriores en algunos días no fueron retiradas. La señalización de la vía, consistente en marcas de pintura de separación de los distintos carriles, se encontraba parcialmente borrada. Concurrencia de causas, dado que el grupo circulaba por encima de la velocidad legalmente viable. No procede la indemnización a favor de la hermana del fallecido, ya que no se ha alegado ni acreditado, circunstancia alguna referente a la misma. 

14) STS Sala 3ª. 23 de octubre de 2007 (Indemnización)
La sala de instancia tiene por probado en autos, lo que por otra parte no fue discutido por el ayuntamiento en la instancia, que el lugar donde ocurrieron los hechos —fallecimiento del esposo de la recurrente al hundirse en el respiradero de una antigua mina, cuando se encontraba allí a requerimiento de unos conocidos ayudando a retirar un vehículo que había quedado inmovilizado— era de titularidad municipal. Del mismo modo la sala de instancia tiene por probado que el ayuntamiento compró aquellos terrenos a una empresa minera conociendo las actividades que allí se realizaban, así como también estima probado que en dichos terrenos se realizaban actuaciones varias con control municipal —campo de feria, recreo escolar, etc.— por lo que de tales hechos probados la única conclusión lógica que puede deducirse es que el Ayuntamiento recurrente incumplió su obligación de mantener un terreno abierto al uso de los vecinos según los estándares mínimos necesarios para la seguridad de éstos, y más cuando era conocedor de que el suelo por su anterior destino podía presentar oquedades, pozos ocultos o desniveles y precisamente de ese incumplimiento se derivó el fallecimiento del esposo de la actora que se precipitó al interior de una mina al ceder bajo sus pies la cubierta que ocultaba la bocamina que no estaba debidamente señalizada ni asegurada, como hubiera debido estarlo. Concurren de esta forma los requisitos configuradores de la responsabilidad patrimonial, sin que alcance a verse cual sería esa fuerza irresistible extraña al ámbito de actuación del agente, que pudiera conformar una alegada fuerza mayor que no cabe ser apreciada, pues, ante un terreno en el que han existido pozos y minas, es evidente que incumbe al ayuntamiento titular del mismo tomar medidas para evitar situaciones totalmente previsibles, como la que finalmente ocurrió.

15) SAN (Audiencia Nacional Sala de lo Contencioso-Administrativo) 21 de marzo de 2006)
Indemnización por daños ocasionados por accidente de circulación motivado por la caída en la calzada de una piedra. Improcedencia de la aplicación de los baremos previstos en materia de seguro de automóvil. Han de tenerse en cuenta las diversas circunstancias concurrentes para la reparación del daño causado, por lo que procede el aumento de la cuantía indemnizatoria fijada. 

16) SAN (Audiencia Nacional, Sala de lo Contencioso-Administrativo) Sentencia 17 de marzo de 2006.
Indemnización por daños ocasionados por accidente de tráfico ocasionado al salir un vehículo de la calzada, colisionando contra una alcantarilla de hormigón existente sobre la mediana. Concurrencia de culpas. Concurrencia como concausa agravante del efecto dañoso del funcionamiento del servicio público, que implica una moderación de la responsabilidad imputable a la Administración. La causa principal y directa del accidente fue la conducta del conductor, que conducía a excesiva velocidad, pero podrían haberse previsto o reforzado medidas de protección en el lugar donde está la alcantarilla contra la que se colisiona. La Audiencia Nacional estima en parte el recurso contra desestimación presunta del Ministerio de Fomento de solicitud de responsabilidad patrimonial relativa a accidente de circulación, anulando la resolución con declaración del derecho a percibir indemnización.

17) TS, Sala Tercera, de lo Contencioso-administrativo, Sección 8ª, S de 14 Jun. 2010

Actuación anormal y antijurídica del Consejo General del Poder Judicial en la resolución de un concurso para cubrir una plaza de Magistrado de Audiencia Provincial. No se tuvieron en cuenta los méritos de una magistrada que optaba a la plaza y la adjudicación de la misma se produjo en ejecución de la sentencia que anuló el citado concurso. Derecho a obtener indemnización por las diferencias retributivas existentes entre el momento en que debió ser nombrada magistrada de la Audiencia Provincial y aquél en el que efectivamente tuvo lugar su nombramiento y toma de posesión. Relación de causalidad entre la actuación del CGPJ y el daño que la magistrada no estaba obligada a soportar. Derecho a percibir intereses. 
18) Tribunal Superior de Justicia de Madrid, Sala de lo Contencioso-administrativo, Sección 8ª, Sentencia de 2 Jun. 2010
Procedencia de la indemnización reclamada por un profesor de secundaria como consecuencia de prematura jubilación -a los 50 años- por incapacidad permanente en acto de servicio. Padecimiento de un trastorno ansioso-depresivo de carácter crónico por el sistemático maltrato físico y psicológico por parte de varios alumnos y de sus padres durante años, con pleno conocimiento de la Administración educativa, que no adoptó ningún tipo de medida para su protección, ni de disciplina y autoridad para con los alumnos causantes de los incidentes. Desamparo jurídico del profesor, al que le fue denegada reiteradamente asistencia jurídica en los procedimientos penales incoados a consecuencia de las agresiones sufridas, e incluso se le inició un expediente disciplinario en su contra. Indemnización. Se estima procedente la cuantía reclamada de 100.200 euros, proporcionada en razón de los daños morales irreversibles que comporta el encontrase incapacitado para su profesión con 50 años y con una pérdida sensible de poder adquisitivo 15 años antes de la edad en la que tendría que haber alcanzado la jubilación forzosa por edad.
El TSJ Madrid estima el recurso contencioso-administrativo interpuesto contra la orden de la Consejería de Educación que inadmitió la reclamación de responsabilidad patrimonial articulada por un profesor como consecuencia de su jubilación anticipada por incapacidad permanente en acto de servicio, declarando que dicha resolución no es conforme a derecho y reconociendo el derecho del recurrente al abono por la Administración educativa, de 100.200 euros por los daños y perjuicios sufridos.
19) Tribunal Supremo, Sala Tercera, de lo Contencioso-administrativo, Sección 6ª, Sentencia de 21 May. 2010

Reclamación de daños y perjuicios por la declaración de nulidad de convocatoria para el acceso y promoción a plazas de personal sanitario. Cuando se presentó la reclamación ya se habían producido los efectos del traspaso de funciones y servicios del INSALUD a la CA Aragón, resultando por tanto incompetente el Ministerio de Sanidad para su conocimiento. Competencia. No se aprecia que la sentencia de instancia incurra en exceso de jurisdicción, limitándose a interpretar la legislación aplicable.

El Tribunal Supremo desestima el recurso de casación interpuesto contra sentencia de la Audiencia Nacional que inadmitió a trámite una petición de responsabilidad patrimonial, confirmando íntegramente la resolución judicial recurrida.

20) Tribunal Supremo, Sala Tercera, de lo Contencioso-administrativo, Sección 8ª, Sentencia de 18 May. 2010

Derivada de la anulación de actos dictados por la Administración. Improcedencia de la indemnización reclamada por un magistrado por los daños morales causados a tenor de la sanción impuesta por el CGPJ, de suspensión de funciones, que fue posteriormente anulada en sentencia judicial al apreciarse caducidad del expediente. Inexistencia de lesión antijurídica. El hecho de la publicidad o relevancia en los medios que tuvo el expediente disciplinario tampoco puede ser apreciado como presupuesto de la existencia de responsabilidad patrimonial, pues es un hecho de interés público, que la ciudadanía tiene derecho a conocer, la forma en que el Consejo ejerce la actividad investigadora que es inherente a su función constitucional de gobierno cuando se producen denuncias sobre posibles comportamientos profesionalmente reprobables.

El Tribunal Supremo desestima el recurso contencioso-administrativo interpuesto por un magistrado contra el acuerdo del CGPJ que desestimó su reclamación de responsabilidad patrimonial, confirmando el acto administrativo impugnado.

21) Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León de Valladolid, Sala de lo Contencioso-administrativo, Sección 3ª, Sentencia de 10 May. 

Improcedencia de indemnización por los daños y perjuicios sufridos como consecuencia de la extinción sin justa causa de la relación laboral que se mantenía entre el interesado, Peón del Servicio de Limpieza, con carácter laboral y temporal, a tiempo completo, en la modalidad de interinidad hasta la provisión definitiva del puesto o su amortización, y el Ayuntamiento. Inexistencia de antijuridicidad. El cese se produjo por concurrir la condición resolutoria a la que la relación laboral estaba sometida, la provisión definitiva del puesto de trabajo una vez concluido el proceso selectivo. Lo anulado posteriormente no es la existencia misma e inicio de dicho proceso selectivo, sino determinado trámite que sólo trasciende a los propios aspirantes, tratándose de una retroacción parcial y no radical.

El TSJ Castilla y León desestima recurso de apelación contra Sentencia de Juzgado de lo Contencioso Administrativo que desestima recurso contra desestimación de reclamación de responsabilidad patrimonial por un Ayuntamiento. 

22) Tribunal Supremo, Sala Tercera, de lo Contencioso-administrativo, Sección 4ª, Sentencia de 10 Mar. 2010Unificación de doctrina sobre la responsabilidad patrimonial en el caso de la anulación del proceso selectivo en la Administración sanitaria

Anómalo funcionamiento de la Administración por reconocimiento tardío, debido a impugnación de terceros de la lista de aprobados, del derecho a la obtención por concurso de plaza titular de médico, a la que no pudo acceder el aspirante por su fallecimiento. Concurrencia de los requisitos de triple identidad de hechos, fundamentos y pretensiones con las sentencias de contraste aportadas, conteniendo éstas últimas la doctrina correcta, al afirmar, al contrario que la recurrida, que la anulación en el proceso selectivo generará responsabilidad si se acredita que ese acto ha causado un perjuicio valorable económicamente que el perjudicado no tenía obligación de soportar, que en este caso se traduce en las diferencias salariales entre la cantidad asignada al puesto que se venía ejercitando y la atribuida al puesto obtenido. Fijación del quantum indemnizatorio desde la fecha en la que el resto de los opositores accedieron a la plaza correspondiente, hasta el momento del fallecimiento del aspirante, cantidades que habrán de percibir los herederos recurrentes.

El Tribunal Supremo estima el recurso de casación para la unificación de doctrina interpuesto contra la sentencia de la Audiencia Nacional, que anula, declarando haber lugar a la reclamación de responsabilidad patrimonial de la Administración y el derecho de los recurrentes a ser indemnizados en la suma de 78.272,50 euros más los intereses legales correspondientes.

23) Tribunal Superior de Justicia de Andalucía de Granada, Sala de lo Contencioso-administrativo, Sección 1ª, Sentencia de 22 Feb. 2010.
Reclamación de daños producidos por la Policía Local en motocicleta con motivo de un control de ruidos. Existencia de relación de causalidad entre la actividad administrativa y la producción de daños reconocidos según atestado policial. El TSJ Andalucía desestima el recurso contencioso-administrativo interpuesto, confirmando la desestimación de la reclamación de daños por responsabilidad patrimonial de la Administración.

24) Tribunal Superior de Justicia de Madrid, Sala de lo Contencioso-administrativo, Sección 6ª, Sentencia de 19 Feb. 2010

Reposición en puesto de trabajo equivalente por ser privado del mismo irregularmente, instándose indemnización de los perjuicios irrogados con la actuación administrativa. Solicitud de daños y perjuicios irrogados por situación de inactividad laboral. Indemnización por daños morales atendiendo al periodo de inactividad. Ausencia de acreditación de los daños causados en la salud del demandante al no haberse practicado prueba pericial no acreditándose nexo de causalidad entre el acoso laboral y las bajas sufridas. Existencia de legitimación ad causan aun cuando la actividad impugnada pudiera haberse actuado en el ejercicio de las potestades de autoorganización. El TSJ Madrid estima parcialmente el recurso de apelación interpuesto contra Sentencia del Juzgado Contencioso-Administrativo núm. 1 de Madrid, revocándola y reduciendo la indemnización por daños y perjuicios irrogados por la inactividad administrativa.

25) Tribunal Superior de Justicia de Andalucía de Sevilla, Sala de lo Contencioso-administrativo, Sección 2ª, Sentencia de 11 Feb. 2010.

Funcionarios públicos de correos y telégrafos. Improcedencia de la indemnización reclamada por daños y perjuicios derivados de accidente profesional de funcionario en el ejercicio de sus funciones. Aunque es admisible que los funcionarios sean indemnizados por los daños que sufran por hechos ocurridos durante el ejercicio de sus funciones públicas, y la compatibilidad entre la pensión extraordinaria de jubilación por clases pasivas y la institución de la responsabilidad patrimonial, se aprecia ausencia de nexo causal, no acreditándose que las lesiones y dolencias padecidas traigan causa en general de las tareas encomendadas o en particular del accidente laboral sufrido. 

El TSJ Andalucía desestima el recurso contencioso-administrativo interpuesto, confirmando la resolución impugnada desestimatoria de la reclamación de indemnización por responsabilidad patrimonial de un funcionario por los daños derivados de accidente sufrido en el ejercicio de sus funciones.

26) Tribunal Superior de Justicia del Principado de Asturias, Sala de lo Contencioso-administrativo, Sección 1ª, Sentencia de 30 Nov. 2009

Indemnización por falta de cumplimiento de la obligación de adjudicación de plaza en concurso de traslado. El recurrente, funcionario del Cuerpo de Profesores de Enseñanza Secundaria, participó en el concurso de traslado para cubrir puestos vacantes, habiéndosele adjudicado una plaza en un lugar determinado sin que la Administración lo hiciera efectivo. El recurrente ha trabajado en centros educativos distintos del que le hubiera correspondido, privándole de la posibilidad de traslado a la ciudad de origen. Las dietas de manutención y desplazamientos no son idemnizables, al margen de que sean inferiores a los de estancia, que sí serían resarcibles previa justificación, pues tal circunstancia es debida a la propia voluntad e interés del recurrente de residir en domicilio distinto del correspondiente a los puestos de trabajo. Indemnización por los daños morales, a tenor de trastornos psíquicos sufrido por la provisionalidad profesional y el tiempo invertido en los desplazamientos.

El TSJ Asturias estima parcialmente el recurso contencioso administrativo interpuesto contra resolución de la Consejería de Educación y Ciencia, declarando procedente la indemnización por falta de cumplimiento de la obligación de adjudicación de plaza en concurso de traslado.

27) Tribunal Superior de Justicia de Navarra, Sala de lo Contencioso-administrativo, Sentencia de 18 Nov. 2009

Nº de sentencia: 651/2009

Derecho del recurrente a hacer efectivas las cotizaciones correspondientes al Montepío de funcionarios forales correspondientes a todo el tiempo en que está en la situación de servicios especiales, otorgándole la posibilidad de realizar dicho pago de forma fraccionada en los años que le restan para alcanzar la edad de jubilación. Doctrina sobre responsabilidad patrimonial. Requisitos. Relación de causalidad. Existencia. Funcionamiento normal o anormal de un servicio público. Daño efectivo. Solicitada por el recurrente información a la Administración demanda sobre la aplicación en el futuro del régimen de derechos pasivos considerando un cambio de situación en su estatus funcionarial, la contestación de ésta le provoca el perjuicio de percibir una pensión de jubilación inferior a la que podría recibir de haberse acogido al sistema de derechos pasivos que entra en vigor durante el tiempo en el que el funcionario se encuentra en situación de servicios especiales. 

El TSJ Navarra estima el recurso interpuesto contra la Orden Foral del Consejero de Presidencia, Justicia e Interior del Gobierno de Navarra por no ser conforme a derecho y reconoce la existencia de responsabilidad patrimonial y declara el derecho del recurrente a hacer efectivas las cotizaciones correspondientes al Montepío de funcionarios forales correspondientes a todo el tiempo en que estuvo en la situación de servicios especiales, otorgándole la posibilidad de realizar dicho pago de forma fraccionada en los años que le restan para alcanzar la edad de jubilación. 

28) Tribunal Supremo, Sala Tercera, de lo Contencioso-administrativo, Sección 6ª, Sentencia de 10 Nov. 2009

Incapacidad permanente absoluta derivada del desempeño de los puestos de trabajo a los que el funcionario interesado fue reasignado en la Delegación del Gobierno de Melilla tras su cese como Director Especial del Ministerio de Obras Publicas, Transportes y Comunicaciones. Desviación de poder. No se aprecia. El daño cuya reparación se pretende responde al contenido de la relación funcionarial, que en ningún momento ha supuesto la declaración de ilegalidad, contenido al que la parte debe de estar, sin que se justifique una actuación torcida de la Administración a la que pueda atribuirse un perjuicio en el desarrollo de tal relación funcionarial que el recurrente no tenga el deber de soportar. 

El Tribunal Supremo declara no haber lugar al recurso de casación interpuesto contra la sentencia de la Audiencia Nacional, sobre responsabilidad patrimonial de la Administración del Estado por la reasignación de puestos de trabajo. 

29) Tribunal Superior de Justicia de Galicia, Sala de lo Contencioso-administrativo, Sección 1ª, Sentencia de 4 Nov. 

Denegación de indemnización por anulación de sanción disciplinaria. Falta el requisito de la antijuridicidad de los daños que el recurrente dice haber sufrido, pues la anulación de la resolución sancionadora tuvo lugar por haber sido apreciada la caducidad del procedimiento, no porque en cuanto al fondo fueran improcedentes las sanciones impuestas, pues, una vez apreciada aquella caducidad, no se entró a analizar dicho fondo. Dicha ausencia del presupuesto de la antijuridicidad se evidencia si se tiene en cuenta que el recurrente tenía el deber jurídico de soportar la incoación y posterior tramitación del expediente al producirse dentro de la relación estatutaria que une al funcionario con la Administración. Además, el funcionario recurrente ha obtenido una reparación suficiente de los daños causados, puesto que ha sido reincorporado al puesto de trabajo y se le han abonado las retribuciones que había dejado de percibir. 

El TSJ Galicia desestima recurso contencioso-administrativo interpuesto contra desestimación presunta de la Consejería de Educación y Ordenación Universitaria, declarando conforme a derecho la denegación de indemnización por anulación de sanción disciplinaria.

30) Tribunal Superior de Justicia de Extremadura, Sala de lo Contencioso-administrativo, Sentencia de 30 Sep. 2009

Perjuicio causado a funcionaria que accedió a un determinado puesto voluntariamente solicitado y de menor remuneración, y con posterioridad, cesó en el mismo por causas ajenas a su voluntad, habiéndola hecho creer que el puesto en cuestión pasaba a ser de su propiedad. Anulación por los tribunales de la resolución administrativa por la que se adjudicó el nuevo puesto de trabajo a la funcionaria. Existencia de responsabilidad derivada del incumplimiento, por parte de la Administración, de la normativa en materia de concursos, al no contener el puesto mención específica de poder ser desempeñado por funcionarios de otras Administraciones. Denegación de la indemnización por perjuicios económicos o profesionales, dado que la funcionaria renunció a unos emolumentos mayores por conseguir otra serie de ventajas personales que se vieron cumplidas durante el periodo que ejerció el cargo, por lo que sería contradictorio reclamar aquello a lo que voluntariamente se renunció, obteniendo una doble ventaja, la personal entonces y ahora la económica. Reconocimiento de perjuicio moral a la funcionaria, fijándose por ello una indemnización que ha de pagar la Administración de 9.000 euros. 

El TSJ Extremadura estima parcialmente el recurso interpuesto, entiende que la resolución recurrida no es conforme a Derecho y declara el derecho de la recurrente a ser indemnizada por la Administración en la cantidad de 9.000 euros más los intereses reclamados. 

31) Tribunal Superior de Justicia de Cataluña, Sala de lo Contencioso-administrativo, Sección 4ª, Sentencia de 25 Sep. 2009

Derecho de un mozo de escuadra a ser indemnizado por daños y perjuicios derivados de la anulación de una sanción disciplinaria por desproporcionada

Derecho de un mozo de escuadra a ser indemnizado por daños y perjuicios derivados de la anulación de una sanción de suspensión de funciones por infracción muy grave de la ley de incompatibilidades. Desproporcionalidad de la sanción impuesta que fue anulada judicialmente y sustituida por una falta leve en aplicación de la normativa catalana sobre función pública. Trascendencia pública de la incoación del expediente disciplinario, resultando acreditado que le causó una depresión reactiva junto con ansiedad que le incapacitaron temporalmente para el desempeño de su profesión. Reconocimiento de una cantidad a tanto alzado de 30.000 euros que cubre la indemnización por los días impeditivos, así como los daños morales infligidos. Denegación de la indemnización solicitada por los salarios dejados de percibir, pues la sanción no llegó a ejecutarse dada su incapacidad temporal. Denegación de indemnización por los perjuicios causados como consecuencia de la inactividad de la explotación ganadera familiar de la que era titular.

El TSJ Cataluña estima parcialmente el recurso contencioso-administrativo interpuesto contra resolución del Departamento de Interior, declarando procedente la indemnización por daños y perjuicios derivada de la anulación de una sanción disciplinaria impuesta a un mozo de escuadra.

32) Tribunal Supremo, Sala Tercera, de lo Contencioso-administrativo, Sección 6ª, Sentencia de 20 May. 2009

Denegación de petición de indemnización. Situación de depresión y angustia sufrida por un Guardia Civil, tras el suicidio de un compañero, que culpa de sus problemas psíquicos a la actuación que respecto a él tuvieron sus superiores tras el incidente. Riesgos inherentes a la condición de funcionario público, y derivados de la ordinaria prestación del servicio, que excluyen la responsabilidad de la Administración.

El Tribunal Supremo declara no ha lugar al recurso de casación interpuesto contra la sentencia de la Audiencia Nacional que confirma la denegación de responsabilidad de la Administración Pública

33) Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León de Burgos, Sala de lo Contencioso-administrativo, Sección 1ª, Sentencia de 3 Abr. 2009 

Acoso laboral. Inexistencia. Concepto de acoso psicológico o moral. No se acredita la existencia de una situación de violencia psicológica extrema, ya que la actitud desconsiderada o maleducada, no puede confundirse con un supuesto de mobbing. Consta que la Administración actúa para corregir la situación incoando el correspondiente expediente disciplinario, posteriormente archivado. 

El TSJ Castilla y León desestima el recurso interpuesto contra la sentencia del Juzgado de lo Contencioso Administrativo número 1 de Burgos por ser conforme a derecho y no reconoce la existencia de una situación de acoso laboral, con imposición de costas a la parte recurrente. 

34) Tribunal Superior de Justicia de Galicia, Sala de lo Contencioso-administrativo, Sección 1ª, Sentencia de 25 Mar. 2009

Provisión de puestos de trabajo de libre designación. Impugnación del acuerdo ocupación provisional del puesto de trabajo de Abogado del Estado Jefe de A Coruña. Inexistencia de nexo que imposibilita el efecto expansivo que se le imputa a la Nota-Informe por sus eventuales vicios. Nombramiento temporal justificado en la necesidad de que no quedara desprovista la jefatura. Inexistencia de desviación de poder, asentándose el sistema de libre designación en la confianza personal y profesional del órgano competente para el nombramiento del candidato.

El TSJ Galicia desestima el recurso contencioso-administrativo interpuesto, confirmando la resolución impugnada.

35) Tribunal Supremo, Sala Tercera, de lo Contencioso-administrativo, Sección 6ª, Sentencia de 18 Mar. 2009

Inexistencia. Por los daños y perjuicios sufridos por un funcionario público en el ejercicio de su cargo. El Tribunal de instancia afirma como hecho acreditado, que el daño sufrido por el interesado tiene su causa en una maniobra realizada por el mismo, por lo que, en realidad, falta el elemento causal determinante del nacimiento de responsabilidad de la Administración y el daño resultante ha de ser soportado por el causante de los hechos, sin que el reclamante tenga derecho a ser indemnizado en concepto de responsabilidad patrimonial más allá de las prestaciones previstas expresamente en el ordenamiento jurídico aplicable a su relación estatutaria, careciendo, en definitiva, de derecho a obtener el reconocimiento de responsabilidad de la Administración. 

El Tribunal Supremo declara no haber lugar al recurso de casación interpuesto contra la sentencia de la Audiencia Nacional, sobre petición indemnizatoria por responsabilidad patrimonial de la Administración.
36) Tribunal Superior de Justicia de Canarias de Las Palmas de Gran Canaria, Sala de lo Contencioso-administrativo, Sentencia de 29 Dic. 2008, 

Ejercicio de la acción. Confirmación de la denegación de solicitud de ser reintegrado en el servicio activo, a percibir los salarios, y a la jubilación y percepción de derechos pasivos. Extemporaneidad en la reclamación. Causa de inadmisión de la pretensión indemnizatoria. El cómputo del plazo de un año para efectuar la reclamación comienza cuando se produce el hecho dañoso o cuando se estabilizan las consecuencias del mismo. Debe fijarse el dies a quo en el momento en que llegó a la edad de jubilación ya que en ese momento resultaba imposible su reincorporación al servicio activo. Al efectuar su reclamación habían transcurrido tres años.

El TSJ Canarias desestima el recurso contencioso-administrativo y confirma la denegación de solicitud de ser reintegrado en el servicio activo, a percibir los salarios, y a la jubilación y percepción de derechos pasivos.

37) Tribunal Superior de Justicia de Castilla-La Mancha, Sala de lo Contencioso-administrativo, Sección 1ª, Sentencia de 25 Sep. 2008, 

Denegación de indemnización por el daño psíquico sufrido por maltrato psicológico en el trabajo. De los informes obrantes se constata que la situación de estrés sufrida por la recurrente no ha evolucionado con signos orgánicos de enfermedad, sin que se le haya presentado ninguna patología psicosomática. Tampoco del informe médico psiquiátrico se puede deducir el mobbing invocado, sino únicamente un trastorno que provocó su incapacidad, sin que haya quedado acreditada la causa de tal patología. Si bien es cierto que el recurrente sufre un trastorno psicológico, no existe ningún elemento objetivo que pueda acreditar que el origen de este trastorno esté, de manera objetiva, en que haya sufrido maltrato psicológico real durante el desempeño de su trabajo por parte de sus superiores o compañeros.

El TSJ Castilla la Mancha desestima el recurso de apelación interpuesto contra sentencia del Juzgado de lo Contencioso-Administrativo número 1 de Ciudad Real, declarando conforme a derecho la denegación de indemnización por el daño psíquico sufrido por maltrato psicológico en el trabajo.

38) Tribunal Superior de Justicia de Cataluña, Sala de lo Contencioso-administrativo, Sección 4ª, Sentencia de 10 Jul. 2008

Reclamación de responsabilidad derivada de la incorrecta puntuación que fue otorgada en concurso restringido para la provisión de plazas vacantes. Requisitos para el reconocimiento de responsabilidad. Reconocimiento de las diferencias salariales y de cotización a la Seguridad Social desde el momento en que se pudo tomar posesión de la plaza y hasta que se ha tomado posesión efectiva y reconocimiento parcial de daños ocasionados en la salud del recurrente al no observarse una única causa en los perjuicios sufridos.

El TSJ Cataluña estima parcialmente el recurso contencioso-administrativo interpuesto, declarando la responsabilidad patrimonial, con abono de las retribuciones y cuotas de seguridad social, y el derecho a indemnización por los perjuicios sufridos.

39) Tribunal Supremo, Sala Tercera, de lo Contencioso-administrativo, Sección 6ª, Sentencia de 7 Jul. 2008

Responsabilidad de la Administración por el accidente de un brigada del Ejército de Tierra que cayó de espaldas al foso de reparación de vehículos cuando estaba reparando un vehículo militar. Incumplimiento por la Administración del deber de colaborar en la práctica de las pruebas para esclarecer si el funcionamiento del servicio fue normal o anormal. Aunque la carga de la prueba recae sobre el reclamante, el principio de prueba fácil disponible para la Administración, impide que la carga de la prueba se pueda llevar hasta sus últimas consecuencias. Reconocimiento de una indemnización de 30.000 euros por los daños físicos y psíquicos padecidos y que han supuesto la declaración de inutilidad permanente para el servicio, aunque no para su vida cotidiana.

El Tribunal Supremo estima el recurso de casación interpuesto contra la sentencia de la Audiencia Nacional y declara el derecho del recurrente, agente público, a percibir de la Administración del Estado una indemnización por valor de 30.000 euros más intereses, por lesión sufrida en acto de servicio.

40) Tribunal Superior de Justicia del País Vasco, Sala de lo Contencioso-administrativo, Sección 2ª, Sentencia de 3 Jul. 2008

Reclamación de indemnización por lesiones físicas padecidas como consecuencia de resbalón sufrido en el recinto de Comisaría de la Ertzaintza, durante la realización de labores propias del puesto de trabajo, ocasionada por la caída de frutos de un árbol. Requisitos para el reconocimiento de responsabilidad patrimonial. Acreditación de los hechos, no habiéndose delimitado la zona de tránsito o advertido la presencia de los frutos. Derecho a la indemnización por los daños sufridos por los funcionarios, siendo compatible con la cobertura del accidente laboral. Determinación de la cuantía.

El TSJ País Vasco estima parcialmente el recurso contencioso-administrativo interpuesto, declarando el derecho a indemnización.

41) Tribunal Superior de Justicia de Castilla-La Mancha, Sala de lo Contencioso-administrativo, Sección 1ª, Sentencia de 30 Jun. 2008

Funcionarios públicos. Reclamación de indemnización por daños generados al haberse procedido a la baja en la Bolsa de Trabajo de Sanitarios Locales. Régimen de la responsabilidad patrimonial de las administraciones públicas. Nulidad de acto administrativo propiciada por sentencia estimatoria. Relación de causalidad ocasionando perjuicios evidentes. Determinación de la cuantía indemnizatoria atendiendo a las retribuciones dejadas de percibir. Improcedencia de indemnización por daños morales.

El TSJ Castilla-La Mancha estima parcialmente el recurso contencioso-administrativo interpuesto, reconociendo la responsabilidad patrimonial de la administración y determinando la cuantía indemnizatoria.

42) Tribunal Superior de Justicia de Cataluña, Sala de lo Contencioso-administrativo, Sección 4ª, Sentencia de 4 Jun. 2008

No procede indemnización por los daños y perjuicios ocasionados por una deficiente actuación permisiva de la Administración educativa que incide en la declaración de jubilación del recurrente, profesor de instituto. Requisitos. La acción no ha prescrito toda vez que no transcurre el plazo de un año desde el hecho que motiva la indemnización reclamada. Doctrina sobre responsabilidad patrimonial. Relación de causalidad. Inexistencia. No concurre nexo causal entre la actuación de la Administración educativa y la declaración de jubilación del actor, en el sentido de que la conducta omisiva de ésta determine las patologías mentales que sufre el recurrente. 

El TSJ Cataluña desestima el recurso interpuesto contra la desestimación presunta del Conseller D Ensenyament de la Generalitat de Catalunya por ser conforme a derecho y no reconoce el derecho de la parte recurrente a ser indemnizada, en concepto de responsabilidad patrimonial, por los daños y perjuicios sufridos. 

43) Tribunal Superior de Justicia de Canarias de Santa Cruz de Tenerife, Sala de lo Contencioso-administrativo, Sentencia de 26 May. 2008

Reclamación de responsabilidad patrimonial por la tardanza de la Administración en resolver proceso selectivo por promoción interna y en efectuar los correspondientes nombramientos a funcionarios públicos. Existencia de daño efectivo como consecuencia de un retraso injustificado. Limitación de la indemnización a una cantidad equivalente a las diferencias de salario entre el puesto que se venía ocupando y el obtenido en el proceso selectivo.

El TSJ Canarias estima parcialmente el recurso contencioso-administrativo interpuesto, condenando a la Administración al abono de indemnización e intereses legales.

44) Tribunal Superior de Justicia de Andalucía de Granada, Sala de lo Contencioso-administrativo, Sección 1ª, Sentencia de 5 May. 2008

Indemnización, como consecuencia de la anulación por sentencia judicial, de un Acuerdo por el que se reconocían unos incentivos por jubilación anticipada, al suponer su ejecución un daño patrimonial al tener que devolver tales emolumentos. El recurrente, confiado en los acuerdos de la Diputación Provincial, regulando los incentivos por jubilación anticipada, que no habían sido impugnados, optó por aceptar aquella y percibir la remuneración que se estipulaba. El recurrente sólo solicita que puesto que la situación de jubilación anticipada es irreversible, no pudiendo reincorporarse a su trabajo, al haber cumplido la edad reglamentaria de jubilación, ni puede reclamar los emolumentos que debiera haber percibido en activo, al no haberlo estado, la devolución de la cantidad resulta improcedente. 

El TSJ Andalucía estima el recurso de apelación interpuesto contra sentencia del Juzgado de lo Contencioso-Administrativo número 1 de Granada, declarando procedente la indemnización, como consecuencia de la anulación por sentencia judicial, de un Acuerdo por el que se reconocían unos incentivos por jubilación anticipada, al suponer su ejecución un daño patrimonial al tener que devolver tales emolumentos.

45) Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León de Valladolid, Sala de lo Contencioso-administrativo, Sección 3ª, Sentencia de 5 May. 2008

Reconocimiento a efectos funcionariales y retributivos como Oficial de la Policía Local desde la fecha reclamada. Indemnización de las cantidades equivalentes a todas las diferencias retributivas como consecuencia de haber sido pagado con la categoría de Policía 1 en lugar de con la categoría de Oficial. La Administración incumple el ordenamiento jurídico al proveer indebidamente sobre el concurso en el que participó el recurrente; el Ayuntamiento causó un claro perjuicio, no pudiendo el recurrente acceder a una plaza a la que tenía derecho en el momento adecuado y se le privó de unos ingresos y un puesto escalafonal por causa que no le era imputable. 

El TSJ Castilla y León estima el recurso contencioso administrativo interpuesto contra resolución del Ayuntamiento, reconociendo al recurrente a efectos funcionariales y retributivos como Oficial de la Policía Local desde la fecha reclamada, con indemnización de las cantidades equivalentes a todas las diferencias retributivas.

46) Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Valenciana, Sala de lo Contencioso-administrativo, Sección 1ª, Sentencia de 30 Abr. 2008

Funcionarios públicos. Solicitud de indemnización por la desposesión de la plaza obtenida por anulación jurisdiccional de la orden de convocatoria de proceso selectivo funcionarial. Derecho a indemnización por daños morales generados por la pérdida del complemento específico de cuya adquisición inicial se vio privado por la Administración.

El TSJ Comunidad Valenciana estima parcialmente el recurso contencioso-administrativo interpuesto, declarando el derecho a indemnización por daños morales.

47) Tribunal Supremo, Sala Tercera, de lo Contencioso-administrativo, Sección 6ª, Sentencia de 23 Abr. 2008

Responsabilidad de la Administración por el accidente de tráfico sufrido por un bombero a causa del deficiente estado del neumático sustituido días antes en un taller. Administración local. Responsabilidad del Servicio de Prevención y Extinción de Incendios y Salvamento por el accidente de tráfico sufrido por un bombero a causa del deficiente estado del neumático sustituido días antes en un taller. Funcionamiento anormal de la Administración. Puesta a disposición de su personal de un elemento de trabajo carente de la más mínima seguridad. Responsabilidad objetiva de la Administración. Reconocimiento de una cantidad de 180.000 euros que complementa la indemnización ya abonada, atendiendo al carácter irreversible y total de la pérdida de visión que le ha quedado como secuela. PRESCRIPCIÓN. De la acción para reclamar daños y perjuicios. Inexistencia. Indebida apreciación en la instancia. La pendencia de un proceso penal interrumpe el plazo prescriptivo.

El Tribunal Supremo casa y anula sentencia del TSJ Comunidad Valenciana que apreció la prescripción de la acción, y en su lugar, estima parcialmente el recurso interpuesto contra Decreto del presidente del Consorcio Provincial para el Servicio de Prevención y Extinción de Incendios y Salvamento de Alicante sobre reconocimiento de responsabilidad de la Administración.

48) Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León de Valladolid, Sala de lo Contencioso-administrativo, Sentencia de 11 Abr. 2008, 

Responsabilidad patrimonial deriva de la creación de unas expectativas en torno a la percepción del complemento de pensión en unas determinadas condiciones, en orden a tomar la decisión de pedir una jubilación anticipada y voluntaria, no teniendo obligación de soportar el error en el reconocimiento y cuantía de la pensión otorgada. Imposibilidad de otorgar la petición de restitución del complemento de pensión por el importe primitivo, cuya legalidad se examinó por la jurisdicción laboral.

El TSJ Castilla-León estima parcialmente el recurso contencioso-administrativo interpuesto, reconociendo el derecho a indemnización por el complemento de pensión solicitado.

49) Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León de Valladolid, Sala de lo Contencioso-administrativo, Sección 3ª, Sentencia de 14 Mar. 2008

Concesión parcial de la indemnización solicitada por un funcionario, por la retirada de funciones y de equipos de trabajo sin causa justificada, lo que le ocasionó un trastorno depresivo. Existencia de acoso laboral, que da origen a responsabilidad patrimonial. El funcionario recibió la orden de concluir con las funciones que tenían asignadas, así como la de abandonar los expedientes en curso, retirándole a continuación los expedientes, el teléfono, el ordenador y todos los medios indispensables para el desarrollo de las funciones inherentes a su puesto, lo que lo originó una situación de privación de funciones sin causa justificada.

El TSJ Castilla y León estima parcialmente el recurso contencioso administrativo interpuesto contra la reclamación por responsabilidad patrimonial, concediendo parcialmente la indemnización solicitada por la existencia de acoso laboral.

50) Tribunal Superior de Justicia de Madrid, Sala de lo Contencioso-administrativo, Sección 6ª, Sentencia de 4 Feb. 2008.

PRESCRIPCIÓN. Dies a quo. Prescripción del derecho de funcionario a formular reclamación por daños y perjuicios ocasionados a consecuencia de la resolución, luego anulada, dictada por Concejal municipal, por la que se le imponía la sanción de suspensión en sus funciones por falta muy grave de abandono del servicio. La petición de responsabilidad se presentó fuera del plazo de 1 año desde la notificación de la sentencia por la que se modificó la sanción en beneficio del funcionario, único término a quo a tener en cuenta, ya que efectivamente los retrasos en las notificaciones no pueden perjudicar al interesado, y es claramente extemporánea la pretensión. 

El TSJ Madrid desestima recurso contencioso-administrativo interpuesto contra resolución de la Comisión de Gobierno confirmando la prescripción del derecho de funcionario a formular reclamación por daños y perjuicios. 

51) Tribunal Superior de Justicia del País Vasco, Sala de lo Contencioso-administrativo, Sección 3ª, Sentencia de 25 Ene. 2008

Funcionamiento normal o anormal de un servicio público. Derecho del recurrente a indemnización por responsabilidad patrimonial de la Administración derivada de las lesiones causadas a su hijo producidas como consecuencia de su detención por agentes de la policía autonómica. Los agentes no usaron los medios adecuados para la detención. Moderación de la responsabilidad patrimonial por la concurrencia de culpas con la actuación del lesionado, que se resistió y utilizó un arma blanca. Indemnización. Extensión del resarcimiento.

El TSJ País Vasco estima parcialmente recurso contencioso-administrativo interpuesto contra resolución presunta del Departamento de Interior del Gobierno autonómico declarando el derecho del recurrente a indemnización por responsabilidad patrimonial de la Administración derivada de las lesiones causadas a su hijo producidas como consecuencia de su detención por agentes de la policía autonómica. 

52) Tribunal Supremo, Sala Tercera, de lo Contencioso-administrativo, Sección 6ª, Sentencia de 30 Oct. 2007

Concesión de indemnización por daños causados a la interesada que fue cesada como médica interina, ocupándose luego su plaza de forma irregular por otro interino y no por un funcionario de carrera. Cuantificación de los perjuicios. Reclamación de supuestas retribuciones hipotéticas; desestimación por falta de prueba de los perjuicios a partir de una fecha en concreto.

El Tribunal Supremo desestima el recurso de casación interpuesto contra la sentencia del TSJ Cantabria que concede indemnización por responsabilidad patrimonial de la Administración, y confirma la cuantía de la indemnización concedida.

53) Tribunal Superior de Justicia de Galicia, Sala de lo Contencioso-administrativo, Sección 1ª, Sentencia de 3 Oct. 2007, 

Funcionamiento normal o anormal de un servicio público. Conformidad a derecho de la denegación de indemnización por responsabilidad patrimonial de la Administración derivada de los daños sufridos por un paciente en un hospital a causa de una microepidemia de tuberculosis pulmonar habida en el mismo. No se aprecia incumplimiento de las medidas de protección y prevención en el aislamiento del paciente infeccioso, y el hecho de que no existiesen habitaciones con presión negativa no impidió que se procediese al aislamiento, o, al menos, ello no ha sido demostrado. Las prestaciones contributivas vienen a constituir el mecanismo que la normativa de la Seguridad Social establece para hacer frente al daño, ya sustituyendo una renta perdida, ya compensando un gasto.

El TSJ Galicia desestima recurso contencioso-administrativo interpuesto contra resolución del Conselleiro de Sanidad confirmando la denegación de indemnización por responsabilidad patrimonial de la Administración derivada de los daños sufridos por un paciente en un hospital a causa de una microepidemia de tuberculosis pulmonar habida en el mismo.

54) Tribunal Superior de Justicia de Andalucía de Sevilla, Sala de lo Contencioso-administrativo, Sección 3ª, Sentencia de 19 Jul. 2007, 

Indemnización por los daños y perjuicios ocasionados por la falta de nombramiento como profesor interino en Escuela Oficial de Idiomas teniendo derecho preferente a la plaza. Determinación del quantum indemnizatorio. Falta de acreditación que de haber prestado los servicios lo hubiera hecho de forma ininterrumpida, tal y como reclama. Acreditación de que en el periodo reclamado prestó servicios remunerados para terceros. Se fija una indemnización de 30.000 euros.

El TSJ Andalucía estima en parte el recurso interpuesto contra la resolución presunta de la Consejería de Educación y Ciencia de la Junta de Andalucía por no ser conforme a derecho y reconoce a la parte recurrente la cantidad que se determina en concepto de responsabilidad patrimonial por la falta de nombramiento como profesor interino de la Escuela Oficial de Idiomas. 

55) Tribunal Supremo, Sala Tercera, de lo Contencioso-administrativo, Sección 6ª, Sentencia de 6 Mar. 2007

Daños ocasionados por la suspensión provisional de empleo y sueldo de un profesor universitario adoptada tras incoarle un expediente disciplinario. Antes de salir del poder de la Universidad el expediente disciplinario, con su remisión al Consejo de Universidades, debería haber quedado sin efecto la suspensión adoptada. Ejercicio de la potestad disciplinaria en términos incompatibles con los principios de legalidad y seguridad jurídica, prolongándose de manera desproporcionada en el tiempo y manteniendo improcedentemente al afectado en una situación de suspensión provisional, con los consiguientes perjuicios que no tiene el deber se soportar. 
El Tribunal Supremo desestima recurso de casación interpuesto contra sentencia del TSJ Andalucía que, estimando en parte los recursos contencioso-administrativos formulados contra resoluciones del Rectorado de la Universidad de Granada, condena a la Universidad al abono de una indemnización en concepto de responsabilidad patrimonial.

56) Tribunal Superior de Justicia de Galicia, Sala de lo Contencioso-administrativo, Sección 1ª, Sentencia de 24 Ene. 2007

Reconocimiento de la reclamación relativa al derecho al cobro, en concepto de indemnización derivada del destino forzoso, anulado por sentencia, y por gastos de alquiler, kilometraje, luz y manutención. Acreditación suficiente de la realización de gastos derivados del traslado del actor, los fines de semana, desde Celeiro a Pontevedra, donde residía antes de ser destinado a la primera localidad citada.

El TSJ Galicia estima parcialmente el recurso de apelación interpuesto contra la sentencia del Juzgado de lo Contencioso-Administrativo núm. 1 Santiago de Compostela, reconociendo la reclamación relativa al reconocimiento del derecho al cobro, en concepto de indemnización derivada del destino forzoso, anulado por sentencia, y por gastos de alquiler, kilometraje, luz y manutención.

57) Tribunal Supremo, Sala Tercera, de lo Contencioso-administrativo, Sección 6ª, Sentencia de 17 Ene. 2007

Accidente laboral en centro de trabajo de la Administración. Compatibilidad de las pensiones percibidas en la vía laboral con la reparación de los daños y perjuicios por responsabilidad de la Administración. Cuantía de la indemnización para lograr, junto con la pensión, la reparación integral del daño.

El Tribunal Supremo declara no haber lugar al recurso de casación interpuesto contra sentencia de la Audiencia Nacional que fija la cuantía de la indemnización por responsabilidad patrimonial de la Administración.

58) Tribunal Supremo, Sala Tercera, de lo Contencioso-administrativo, Sección 6ª, Sentencia de 17 Feb. 2005

Los participantes en una convocatoria que ha sido impugnada y anulada judicialmente, desposeídos de sus puestos en ejecución de la sentencia anulatoria, tienen el deber de soportar el daño al haber tenido conocimiento, en su momento, de tal impugnación. 

59) Tribunal Supremo, Sala Tercera, de lo Contencioso-administrativo, Sección 6ª, Sentencia de 3 Nov. 2004

Inexistencia de responsabilidad de la Administración derivada de los daños causados a un soldado tras interponerse en la trayectoria de un vehículo para evitar el atropello de un centinela.
Por actos derivados de la prestación del servicio por funcionarios públicos. Doctrina. Aplicabilidad de la misma a los casos en que el perjudicado presta un servicio público en cumplimiento de un deber. Atropello de un soldado que se interpuso en la trayectoria de un vehículo para evitar que alcanzase a un centinela. Concurrencia de culpa del tercero y del propio perjudicado. Denegación de indemnización. Inexistencia de relación de causalidad. Aun cuando es compatible la indemnización de los daños y perjuicios con la pensión extraordinaria, no cabe trasladar infundadamente en concepto de responsabilidad a la Administración del Estado el abono de la misma cantidad que habrá de obtenerse por el perjudicado, en ejecución de la sentencia penal, del causante del daño, so pena de provocar un enriquecimiento injusto.

La presente resolución desestima el recurso interpuesto contra la sentencia de la AN, Sala de lo Contencioso-administrativo, Sección 4ª, de 7 Jul. 2000 (Rec. 332/1999).

60) Tribunal Supremo, Sala Tercera, de lo Contencioso-administrativo, Sección 6ª, Sentencia de 20 May. 2004

Condena al Estado a indemnizar a un notario suspendido en el cargo en virtud de auto de libertad provisional bajo fianza

NOTARIOS. Suspensión en el cargo acordada en auto de libertad provisional bajo fianza. Infracción del Reglamento notarial al no existir auto de prisión firme o consentido. La suspensión no es una decisión judicial que debe ser ejecutada por la Administración, el juez se limita a poner unos hechos en conocimiento de la Administración y es ésta quien en uso de sus facultades debe decidir y decide la medida a adoptar. Relación de causalidad entre la suspensión de notario y la pérdida de ingresos. Daño moral y ganancias dejadas de percibir. Determinación del quantum indemnizatorio en 484.400,84 euros. El daño moral no deriva tanto de la suspensión de funciones como de las medidas adoptadas en el proceso penal. Medidas cautelares La presente resolución estima el recurso interpuesto contra la sentencia de la AN, Sala de lo Contencioso-administrativo, Sección 4ª, de 29 Dic. 1999 (Rec. 0795/1996).

61) Tribunal Supremo, Sala Tercera, de lo Contencioso-administrativo, Sección 6ª, Sentencia de 18 May. 2004

La reclamante pudo optar entre incorporarse como personal laboral a las entidades que se crean por la Ley 27/1992 de 24 Nov. (Puertos del Estado y Marina Mercante) o permanecer en situación administrativa de servicio activo reintegrándose al departamento al que figuraba adscrito su cuerpo o escala. No hay relación de causalidad entre la actuación de la Administración y el daño alegado por cambio de categoría profesional. PRESCRIPCIÓN. Existencia de actuaciones que interrumpieron el plazo de prescripción de la acción.

62) Tribunal Supremo, Sala Tercera, de lo Contencioso-administrativo, Sección 6ª, Sentencia de 22 Oct. 2002

Cese de funcionario en su puesto de trabajo. Conocimiento efectivo del cese a pesar de la irregularidad de la notificación. No responsabilidad patrimonial de la Administración por ser un cargo de libre designación. No genera derecho a indemnización. No vulneración del derecho al cargo. 

63) Tribunal Supremo, Sala Tercera, de lo Contencioso-administrativo, Sección 6ª, Sentencia de 2 Ene. 2002

Inexistencia de daño efectivo y real que deba ser indemnizado por anulación del pase a la situación de reserva transitoria de un militar. La valoración de la prueba es de la exclusiva competencia de la sala de instancia.

64) Tribunal Supremo, Sala Tercera, de lo Contencioso-administrativo, Sección 6ª, Sentencia de 5 Jun. 1998

RESPONSABILIDAD DE LA ADMINISTRACION DEL ESTADO. REQUISITOS PARA SU APRECIACION. Daño efectivo. Casos en particular. Funcionarios públicos. Anticipación de la edad de jubilación.

65) Tribunal Supremo, Sala Tercera, de lo Contencioso-administrativo, Sección 6ª, Sentencia de 16 Ene. 1996, 

RESPONSABILIDAD DE LA ADMINISTRACION DEL ESTADO. Requisitos para su apreciación. Daño efectivo. Casos en particular. Funcionarios públicos. Funcionamiento normal o anormal de servicio público. Actos del legislador.

66) Tribunal Supremo, Sala Tercera, de lo Contencioso-administrativo, Sección 6ª, Sentencia de 14 Oct. 1994

Sistema objetivo independiente de la culpa o dolo de las autoridades.- Funcionamiento normal o anormal de los servicios públicos.- Causalidad.- Daño efectivo.- Legitimación para promover la acción.- Alcance a los administrados y a las distintas Administraciones Públicas.- El deber de indemnizar basado en la idea de justicia.- La jurisprudencia como complemento del ordenamiento jurídico.

Titulares del derecho a ser indemnizados. También pueden serlo otras Administraciones Públicas. Voto particular. Reclamación de la Diputación Foral de Vizcaya a la Administración del Estado del importe de los haberes que tuvo que abonar al Secretario General de la Diputación por haber sido jurisdiccionalmente declarada nula la sanción de separación del cargo impuesta por la Administración del Estado. Inexistencia de responsabilidad patrimonial por no tratarse de una lesión antijurídica.

La Diputación Foral de Vizcaya dirigió el 2 de noviembre de 1984 escrito al Ministro de Administración Territorial reclamando de la Administración del Estado el pago de 6.937.516 pesetas, cantidad que había tenido que satisfacer a don Francisco Javier B.A., ex-Secretario General de la Diputación, en ejecución de la sentencia dictada el 5 de noviembre de 1983 por la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la antigua Audiencia Territorial de Bilbao, que resolvió que la Diputación Foral de Vizcaya debía abonar al citado señor los haberes y remuneraciones dejados de percibir al haberse anulado por sentencia firme de la Audiencia Nacional de 14 de octubre de 1980 la sanción de destitución del cargo impuesta al mismo por resolución de la Dirección General de Administración Local de 28 de octubre de 1978, sin perjuicio de resarcirse la Diputación Foral de cuanto tuviere que abonar de quien corresponda en derecho. Previo escrito de denuncia de mora, la Diputación Foral de Vizcaya interpuso recurso potestativo de reposición contra la denegación presunta de su solicitud de resarcimiento, sin obtener resolución expresa. Interpuesto recurso contencioso-administrativo, fue estimado por sentencia de la Sala de la Jurisdicción del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco, de fecha 25 de mayo de 1990, por la que se anularon los actos recurridos y se declaró el derecho de la Diputación Foral de Vizcaya a ser indemnizada por la Administración del Estado en la cantidad de 6.937.516 pesetas. La anterior sentencia es revocada en apelación por la del Tribunal Supremo objeto de comentario, a la que ha formulado voto particular el Magistrado Sr. Peces Morate.

67) Tribunal Supremo, Sala Tercera, de lo Contencioso-administrativo, Sección 7ª, Sentencia de 8 Feb. 1993

Incompatibilidades. Constitucionalidad de la legislación sobre incompatibilidades. Solicitud de indemnización por responsabilidad del Estado legislador. Improcedencia de indemnización. RESPONSABILIDAD DEL ESTADO LEGISLADOR. Necesidad de desarrollo legislativo de la previsión contenida en el artículo 9.3 de la Constitución. Imposibilidad de aplicación analógica de las normas que regulan las responsabilidades de la Administración, del Estado-Juez y extracontractual. Derecho comparado. Leyes que han sido declaradas conformes a la Constitución. Los daños en expectativas de derechos o derechos condicionales no son indemnizables.

Don Antonio M.F. solicitó del Estado indemnización de daños y perjuicios por su cese con Profesor de Educación Físico-Deportiva en aplicación de la Ley de Incompatibilidades. Su solicitud fue denegada. Interpuesto recurso contencioso-administrativo, es desestimado por medio de esta Sentencia.

68) Tribunal Supremo, Sala Tercera, de lo Contencioso-administrativo, Sección 7ª, Sentencia de 28 Ene. 1992
Funcionarios públicos. Responsabilidad de las administraciones públicas. Requisitos para su apreciación. Daño efectivo. -- Casos en particular.

El ámbito del presente recurso de apelación a determinar si es conforme, o no, al Ordenamiento jurídico el reconocimiento que la sentencia apelada hace del derecho de D. a resarcirse de los daños y perjuicios que le produjo el acto de su jubilación anticipada, de tener presente es que esta Sala en recurso extraordinario de revisión deducido por la Abogacía del Estado contra sentencia de la Sala Segunda de lo Contencioso-administrativo de la antigua Audiencia Territorial de Valencia, referente a indemnización por daños y perjuicios ocasionados por jubilación por razón de edad, declaró en su sentencia de 3 de diciembre de 1.990 contemplando caso análogo al que nos ocupa, que "Tratándose de una lesión patrimonial art. 40.3 de la Ley de Régimen Jurídico de la Administración del Estado, señala que cuando aquélla sea consecuencia de hechos o actos administrativos no impugnables en vía contenciosa o, aun siendo impugnables, el perjudicado opte por la vía administrativa la reclamación de indemnización se dirigirá al Ministerio respectivo, o al Consejo de Ministros si una Ley así lo dispone y la resolución que recaiga será susceptible de recurso contencioso-administrativo, en cuanto a la procedencia y cuantía de la Indemnización. Ahora bien como quiera que en este caso la privación de derechos, y el resarcimiento indemnizatorio consecuente, viene derivado de un acto legislativo sin concreción por tanto en ningún Departamento Ministerial en concreto, procede como así lo ha entendido el Pleno del Tribunal Supremo, que previamente al examen jurisdiccional de la cuestión, ésta sea resuelta por el Consejo de Ministros como Órgano superior de la Administración, que encarna la unidad de la Administración, a quien compete en vía administrativa dar respuesta a una cuestión que afecta al Estado como organización jurídico política de la Nación al derivar el origen del planteamiento de la causa indemnizatoria en un acto legislativo de las Cortes Generales, siendo procedente antes de que la Jurisdicción se pronuncie sobre el tema, que éste sea sometido y resuelto en vía administrativa, por el Órgano competente, que el Pleno de este Tribunal Supremo ha entendido que debe ser el Consejo de Ministros"; doctrina la que recoge la precitada sentencia, que viene a confirmar la mantenida por esta Sala entre otras en sus sentencias de 1 de marzo, 21 de julio, 19 de octubre y 18 de diciembre de 1.989

69) Tribunal Superior de Justicia del País Vasco, Sala de lo Contencioso-administrativo, Sentencia de 20 Ene. 1990

Derechos adquiridos. Funcionarios públicos. Pérdida de la cualidad. Jubilación. -- Pérdida de la cualidad. Jubilación. Forzosa. Responsabilidad de las administraciones públicas. Requisitos para su apreciación. Daño efectivo. -- Casos en particular. Funcionarios públicos. -- Ejercicio de la acción. Vía administrativa previa.

Se alega que en la E. de M. Ley de Medidas se expone que «todo cambio en la legislación funcionarial ha de venir establecido por las Bases de Régimen Estatutario de los Funcionarios Públicos que, en desarrollo del Art. 149.1.18 CE, es preciso dictar... (que)... constituirán el nuevo marco de la Función Pública», pero que la construcción del Estado de las Autonomías y la obsolescencia de muchas normas «obligan a abordar, siquiera sea parcialmente, la reforma del régimen funcionarial y, en consecuencia dar carácter de bases a algunos de los preceptos que se contienen en la presente Ley», lo que a juicio del recurrente supone una contradicción porque esa solución, a la vez parcial y provisional, no es acorde con una legislación básica; pero, aparte de que la jubilación forzosa, al precisar la edad del ejercicio máximo de la función pública, se integra siempre como elemento esencial del Estatuto, y la falta de provisionalidad se puede rebatir con la mención del Art. 386 LOPJ, la S TC 11 Jun. 1987 desestima la inconstitucionalidad porque «la nota de estabilidad y generalidad de las normas básicas no es... una exigencia absoluta, sino dependiente de la materia o del sector social al que afecte, de las circunstancias operantes en el curso y de los objetivos perseguidos, cuyos criterios de elección y oportunidad no pueden discutirse al legislador», y en este sentido «la STC 86/1982 de 26 Ene. y también la 91/1984 de 9 Oct.... admiten la posibilidad de bases coyunturales», y en todo caso «la provisionalidad que se denuncia... no afecta al contenido, sino a la inclusión anticipada de esas normas en la Ley, en lugar de esperar al Estatuto referido». 

Cuarto:

El régimen estatutario de los funcionarios, según expresión del Art. 149.1.18 CE, había sido objeto de consideración por el TS en repetidas ocasiones, y por citar una sentencia significativa, la de 12 Abr. 1984, resumiendo la doctrina jurisprudencial, expone que «frente al poder organiza torio de la Administración, no puede esgrimirse con éxito más que los derechos que por consolidación hayan desembocado en la condición de adquiridos, que vienen limitados a los de orden económico o a los relativos al contenido de la función a desarrollar, pero que no cabe alegar cuando entran de lleno en la potestas  variandi de la Administración al reconocerse que la relación funcionarial es resultado de un acto condición, por virtud del cual el funcionario queda sujeto a un status legal y reglamentario sometido en cualquier momento a la posibilidad innovadora de la Administración que puede alterar así su situación anterior, pues pretender que las nuevas o simples expectativas y las facultades legales -aquéllas en cuanto son situación de futuro que no pueden ser contabilizadas como elementos del activo patrimonial de una persona, y éstas concebidas como simples posibilidades de hacer a todos los ciudadanos que se hallan en las mismas circunstancias- son susceptibles de protección jurídica frente a la norma posterior que modifica el régimen establecido en la anterior, es desconocer la virtualidad y eficacia de las normas como rectoras de situaciones innovativas de las relaciones jurídicas que han de ser condicionadas por las circunstancias cambiantes». Y en este ámbito, una relación de derechos adquiridos, con el apoyo de la disp. trans. 6.ª1 D 6 Oct. 1977, correspondería, sin pretender que sea exhaustiva, los siguientes; la cuantía íntegra de las retribuciones o sueldo consolidado que legalmente corresponda percibir [TS SS 21 Oct. 1985 y 19 Dic. 1986, y 1 a) de la disp. trans.]; la condición de funcionario con la clasificación o categoría administrativa que le corresponda [TS S 19 Dic. 1986, y 1b) de la disp. trans.]; el tiempo de servicio reconocido como abonable [1 c) de la disp. trans.]; la inmovilidad, imponiéndose un cambio forzoso de residencia (TS S 19 Dic. 1986); y no se comprende el mantenimiento de la edad de jubilación establecida en el momento de su acceso al cargo, por no ser titular de ese derecho subjetivo, según la S 29 Nov. 1986 del mismo Tribunal, aplicando la doctrina mantenida por el TC el 26 Jul. 1986, primera de las dedicadas a las jubilaciones anticipadas. 

Este Tribunal, en su función de «intérprete supremo de la CE» (art. 1.1 LO 3 Oct. 1979), manifestó en la S 20 Jul. 1981 que, constitucionalmente, se debía «rehuir cualquier intento de aprehender la huidiza teoría de los derechos adquiridos, porque la CE no emplea la expresión "derechos adquiridos", y es de suponer que los constituyentes la soslayaron no por modo casual, sino porque la defensa a ultranza de los derechos adquiridos no casa con la filosofía de la CE, no responde a exigencias acordes con el Estado de Derecho... fundamentalmente, porque esa teoría de los derechos adquiridos, que obliga a la Administración y a los Tribunales cuando examinan la legalidad de los actos de la Administración, no concierne al Legislativo, ni al TC cuando procede a la función de defensa del ordenamiento, como intérprete de la CE», justificándose esta doctrina «por el respeto que merece el campo de acción del legislador y las posibilidades de reforma del ordenamiento propios de un Estado social y democrático de Derecho». (TC S 26 Jul. 1986); y cuando se aduce el derecho a la jubilación a los 70 años como una situación consolidada constitutiva de un derecho adquirido, el TC SS 11 Jun., 16 Jul. 1987 y 19 Abr. 1988 mantienen que, en el sentido solicitado, no se da un derecho individual comprendido en el art. 9.3 CE, pues aunque «en el campo de la relación funcionarial, el funcionario adquiere y tiene derechos subjetivos que la Ley ha de respetar, y en ese sentido es claro que ostenta, desde que ingresa en la función pública, el derecho a la jubilación... otra cosa es la pretensión de que aparezca como inmodificable..., pues el funcionario que ingresa en el servicio de la Administración Pública se sitúa en una situación jurídica objetiva definida legal y reglamentariamente, y, por ello modificable por uno u otro instrumento normativo... sin que, consecuentemente, pueda exigir que la situación estatutaria quede congelada en los términos que se hallaba regulada el tiempo de su ingreso... porque ello se integra en las determinaciones unilaterales lícitas del legislador, al margen de la voluntad de quien entra al servicio de la Administración, quien al hacerlo acepta el régimen que configura la relación estatutaria funcionarial -art. 103.3 CE- y cada funcionario ostenta el derecho a la jubilación... pero no el derecho sino la expectativa frente al legislador a que la edad de jubilación... continúe inmodificada». 

Quinto:

En relación a la alegación sobre irretroactividad, el TC S 26 Jul. 1986, ha precisado «que sólo puede afirmarse que una norma es retroactiva, a los efectos del art. 9.3 CE cuando incida sobre «relaciones consagradas» y afecta a «situaciones agotadas», de acuerdo con la S 10 Abr. 1986 del mismo Tribunal para la que lo prohibido «en el art. 8.3 es la retroactividad entendida como incidencia de la nueva ley en los efectos jurídicos ya producidos de situaciones anteriores, de suerte que la incidencia en los derechos en cuanto a su proyección hacia el futuro, no pertenece al rango estricto de la irretroactividad», y añade la S 26 Jul. 1986 que por ello «incluso admitiendo por vía de hipótesis la existencia de un derecho subjetivo a la edad de jubilación, esta doctrina conduce a rechazar la supuesta vulneración del principio de irretroactividad, pues las disposiciones impugnadas para nada alteran situaciones ya agotadas o perfectas, sino que se limitan a establecer para el futuro la consecuencia jurídica -la jubilación- de un supuesto genérico, cumplir determinadas edades, que aun no ha tenido lugar respecto a los sujetos afectados»; y abundando en lo expuesto, el TC SS 11 Jun. y 16 Jul. 1987 mantienen que la irretroactividad sólo alcanza a los derechos consolidados asumidos en el patrimonio y no a los pendientes, futuros, condicionables y expectativas. Procediendo añadir que no puede haber restricción o limitación de derechos individuales alegable al amparo del art. 9.3 CE, cuando no existen. 

La seguridad jurídica «es suma de certeza y legalidad, jerarquía y publicidad normativa, irretroactividad de lo no favorable, interdicción de la arbitrariedad, pero que, si se agotara en la adición de estos principios, no hubiera precisado de ser formulada expresamente... (pues) es la suma de estos principios, equilibrada de tal suerte que permita promover, en el orden jurídico, la justicia y la igualdad, en libertad» (TC S 20 Jul. 1981); sin que ello quiera decir que el principio «no tenga valor por sí mismo y que su alegación y consideración sea superflua» (TC S 11 Jun. 1987). Y aplicando esta doctrina las 2 sentencias mencionadas, junto con la de 16 Jul. 1987 y de 19 Abr. 1988, ante una norma similar a la tachada de inconstitucionalidad en este proceso, concluyen que está claramente formulada y formalmente publicada y no es merecedora del atributo de incierta o ser causa de incertidumbre»; y que las modificaciones operadas en el precepto «están en el ámbito de la potestad legislativa»; sin que haya indicios de arbitrariedad, que se detecta por «la falta de proporción entre los fines perseguidos y los medios empleados, que impliquen un sacrificio excesivo e innecesario de derechos», es decir, una discriminación que «entraña siempre una arbitrariedad», incluso si aun no estableciéndola carece de toda explicación»; que no puede apreciarse en este caso por el carácter general de la medida adoptada, y porque «la edad establecida como máxima se encuentra dentro de la banda de edades recaída en los demás países de condiciones socio-jurídicas análogas». 

Y en cuanto a la aducida infracción del Art. 33.3 CE en relación con el Art. 1 LEF, según el TC S 11 Jun. 1987, este artículo «no se corresponde con la disposición impugnada, carente de los elementos propios de una medida expropiatoria, uno de ellos que se trate de derechos, no de expectativas jurídicas, y otro que, aun en el supuesto de existencia de un derecho subjetivo a mantenerse el funcionario en el servicio activo -con un contenido patrimonial del que se priva- que se diera el dato de la privación singular propia de toda expropiación, que implica una sustracción o ablación de un derecho como sacrificio especial impuesto a uno o varios sujetos por razones de utilidad pública o interés social, pero no -como en la jubilación anticipada- una limitación, delimitación o regulación -general- del contenido de un derecho, que no les priva del mismo, sino que lo configura ex novo o modificando una situación normativa general anterior»; reiterando la última parte la TC S 19 Abr. 1988. 

Sexto:

Con motivo de establecer la edad de jubilación forzosa en 65 años para el Cuerpo de Profesores de Educación General Básica en el RDL 24 Sep. 1982, tuvo ocasión esta Sala en su S 3 May. 1983 después de citar el TC S 2 Jul. 1981, que la expresada disposición «no se proyecta sobre el Derecho de Trabajo reconocido en el Art. 35 CE, ni altera para nada el estatuto jurídico constitucional del mismo, sino que incide directamente sobre otra materia distinta, que es la función pública y, en su caso, el estatuto funcionarial» que es «un ámbito distinto de las relaciones sujetas al ordenamiento jurídico laboral, como ha declarado el TC S 27 Jul. 1982»; y corroborando esa interpretación, la S 26 Jul. 1986 de este último Tribunal mantienen que «las relaciones laborales... y las que se rigen por un sistema estatutario son relaciones jurídicas desiguales», precisando la de 11 Jun. 1987 que «se puede variar... la edad de término en la prestación de los servicios, sin que ello lesione el contenido esencial del derecho al trabajo -Art. 31.1-», pues «el campo de aplicaciones del derecho al trabajo en la Función Pública está regulado en el Art. 103.3 CE y no en el 35»; calificando de no arbitraria la diferencia de trato legislativo entre la jubilación de los funcionarios públicos y la de personal sometido al Derecho laboral, el TS S 18 Mar. 1988, y existiendo, por tanto la justificación objetiva y razonable del distinto tratamiento que impide entender infringido el art. 14 CE. Y tampoco se da desde la consideración hecha por el recurrente sobre la discriminación de funcionarios por la diferencia de edad con relación a la fijada de jubilación forzosa, al aumentar los efectos del cambio de ésta cuanto más próxima sea, pues al ser una cuantía que entre de la elección y oportunidad legislativa, en su caso, tendrá la debida incidencia en la pretensión alternativa de indemnización, atendiendo a las circunstancias individualizadas. 

Séptimo:

Se debe desestimar la pretensión anulatoria de la Resolución administrativa que jubiló al recurrente y del recurso de reposición en la parte correspondiente; por lo que procede examinar la otra pretensión acumulada para el caso de desestimación de la primera, referente a indemnización de daños y perjuicios, que, también ha sido desestimada en el recurso de reposición. 

La modificación legal de la edad de jubilación forzosa puede originar una «frustración de las expectativas existentes y en determinados casos perjuicios económicos que pueden merecer algún género de compensación» (TC S 11 Jun. 1987 y 15 Jul. -recurso 135/1986-, y TS Pleno S 25 Sep. 1987), efectos negativos que pueden no estar suficientemente corregidos por un escalonamiento de edades, como el previsto en el Art. 386 en relación con la disp. trans. 28.1 LOPJ (TC S 26 Jul. 1986 y 15 Jul. -recurso 134/1986-, y TS Pleno S 25 Sep. 1987; por lo que se trata de la responsabilidad del Estado legislador, carente de regulación específica en nuestro Derecho (TS Pleno SS 15 Jul. 1987 -recurso 134/1986- y 25 Sep. 1987) pero que encuentra apoyo en el derecho comparado en la doctrina científica, pues si a nadie es lícito dañar a otro, menos al Estado, que puede causarlo a través de la norma legal, lo que implicaría «una absoluta falta de ética en sus actuaciones» (TS Pleno S 25 Sep. 1987), provocando un perjuicio antijurídico, en especial si se sobrepasa el módulo de tolerabilidad de las cargas comunes; y mas específicamente en «los principios generales de Derecho insitos en nuestras leyes» (TS Pleno SS 15 Jul. -recurso 134/1989- y 25 Sep. 1987), mencionados como fuentes del Derecho en el Art. 1 CC; además del fundamento constitucional de esa responsabilidad desde los valores y principios que reconoce (TS Pleno SS 15 Jul. -134/1986- y 25 Sep.), en cuanto a la igual distribución de cargos públicos -Art. 1.1 CE-, y en especial la obligación de promover la igualdad del Art. 9-2 CE; refiriéndose este mismo artículo en un ap. 3 a «la responsabilidad... de los poderes públicos», que son los comprendidos en el Art. 1.2 CE, entre ellos «la potestad legislativa del Estado» -Art. 66.2 CE-. Por otra parte, la responsabilidad del Estado por los actos del legislador, cuando se produzcan «graves y ciertos perjuicios» tendrán respaldo legal en el Art. 40 LRJAE (TS Pleno S 15 Jul. 1985 -recurso 135/1986-); y aunque «no es tan fácil establecer la base fáctica indemnizatoria... no implica imposibilidad, y en modo alguno debe darse preeminencia absoluta a una doctrina excesivamente fría y rigurosa, incompatible con las circunstancias, más o menos generales y particulares del caso, y que ello es así lo acredita... el RD 306/1985 de 20 Feb., al establecer ciertas ayudas de adaptación para funcionarios cuya jubilación se produzca dentro de los 5 años inmediatos, siguientes a la entrada en vigor de la L 2 Ago. 1984» (TS Pleno S 25 Sep. 1987) sin que pueda entenderse, que esta forma indemnizatoria sea la única posible, ni que agote la reparación de eventuales perjuicios. Estos que deberán ser acreditados, pues pueden no haberse producido por ventajas derivadas de la jubilación, tales como desaparición de incompatibilidades o dedicación a actividades lucrativas. Y en cuanto a la determinación cuantitativa habrá que deducir la pensión percibida, y probarse la supervivencia en el período entre la nueva edad de jubilación y la antigua, además de las demás circunstancias concurrentes. 

La anterior doctrina está ratificada por el TC SS 19 Abr. y 10 Nov. 1988, y 5 Jun. 1989, que han persistido en la fundamentación desde los valores y principios de los arts. 1.1 y 9.2 y 3 CE, superadora de una estática interpretación administrativista apoyada en un inexistente Estado de parlamentarismo puro; y desde la igualdad esencial de las cargas públicas, que se debe promover, se ha mantenido y profundizado en el derecho que tienen los lesionados o perjudicados por actos de aplicación legislativa para reclamar indemnización, superando las limitaciones del Art. 33.3 CE, por el cauce del Art. 40 LRJAE. 

El órgano competente administrativo para resolver sobre la petición de indemnización, al ser «una presunta privación de derechos económicos por un acto legislativo, sin concreción, por tanto, en ningún Departamento Ministerial... (es)... el Consejo de Ministros, como órgano superior de la Administración y Gobierno al que se le atribuye la función ejecutiva, art. 97 CE, que al no venir radicada en este caso en una rama determinada de la Administración, corresponde al titular de la gestión administrativa, el Estado en un conjunto y totalidad», que el Art. 40 LRJAE también atribuye al Consejo cuando una Ley especial lo disponga, «por lo que, tratándose de un acto legislativo, y encarnar el Consejo de Ministros la Unidad de la Administración y ser partícipe y ostentar la máxima representación del Poder ejecutivo del Estado, su competencia para discernir la procedencia o no de la reclamación indemnizatoria... resulta adecuada en nuestro ordenamiento jurídico, del que se desprende que, a falta de una incardinación expresa del órgano del que dimana el acto objeto de la pretensión de reparación, en este caso las Cortes Generales, sea el Consejo de Ministros» (TS Pleno S 15 Jul. 1987 -recurso 154/1986-, en relación con el TS Pleno S 25 Sep. 1987, y el TS 5.ª S 2 Nov. 1988). 

El Gobierno Civil de Álava no era, por tanto, el Órgano Administrativo competente, y procede hacer esta declaración; y puesto que el Art. 8.2 LPA ordena la remisión directa de las actuaciones al órgano que se considere competente, debe estimarse en este sentido el recurso contencioso administrativo; no siendo óbice la dependencia del mismo Departamento Ministerial, que es limitación superada por el principio de la unidad de la Administración, y que debe ser interpretada extensivamente. 

70) TS, Sala Tercera, de lo Contencioso-administrativo, S de 7 de Diciembre de 1988

Tribunal Supremo Sala: Tercera, de lo Contencioso-administrativo

La petición de condena a indemnizar daños y perjuicios, tal como se formula, no es competencia de la jurisdicción contenciosa, sino de la jurisdicción civil, porque se plantea con carácter principal contra funcionarios por culpa o negligencia grave en el ejercicio de sus cargos -Art. 4.3. LRJAE-, para cuyo conocimiento es competente la jurisdicción civil -Art. 45 LRJAE- y, subsidiariamente, contra la Administración del Estado, para lo que es competente esta jurisdicción -Art. 3 b). LJCA-, pero al plantearse con carácter subsidiario y, en consecuencia, supeditada a la primera petición, de la competencia de la jurisdicción civil corresponde a ésta última conocer, por gozar la jurisdicción ordinaria de fuerza atractiva (Cfr. TS 1.ª S 1 Feb. 1966) (De los considerandos de la sentencia apelada, aceptados).
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En la casuística jurisprudencial se relacionan algunas sentencias dictadas por el Tribunal Supremo y por los Tribunales Superiores de Justicia, en materia de responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas, afectantes en particular a obras públicas  y la función pública.
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